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ACTÚAN EN SECRETARIA: Sus titulares, señor Francisco Aversa; señora Beatriz Méndez; y el 
Prosecretario, señor Guillermo Geronés. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Clyde Lacasa, delegada de FIPEI; al señor Ernesto 
Bartesaghi, delegado departamental de Montevideo, Centro CAIF; al Padre Marcelo Fontona, delegado de 
AUDEC, y al señor Juan Pablo Monteverde, delegado de ANONG. 


Se tomará versión taquigráfica para que el resto de los integrantes de la Comisión tengan conocimiento 
directo del planteamiento de la delegación. 


SEÑOR FONTONA.- Agradecemos a esta Comisión de la Cámara de Representantes por concedernos 
esta entrevista. 


El Colectivo Infancia reúne a organizaciones que trabajan con la infancia; atendemos 58.000 niños, en 650 
proyectos en todo el país. Está conformado por cinco redes de organizaciones: la Asociación Nacional de 
ONG, la Federación de Instituciones Privadas de Atención al Menor, la Federación de Instituciones Populares 
de Educación Inicial y el Comité de Asociaciones Civiles de Montevideo del Plan CATF. 


Como a tantos uruguayos, nos tiene muy preocupados la situación de la infancia y de los niños. Sabemos que 
en la infancia se concentra la mayor vulnerabilidad de nuestro país, sector que más sufre el azote de la 
pobreza. 


Reconocemos que en este Gobierno se han tomado medidas para atender a la infancia, instrumentadas desde 
la ANEP, y desde el MIDES, con el Plan de Emergencia Social. Somos conscientes de que existe, sin 
embargo, una postergación sistemática en el presupuesto para atender las políticas focalizadas en la niñez y 
en la infancia, que más sufren la vulnerabilidad social. 


En el 2005, el Colectivo Infancia presentó a la Cámara de Representantes, al Senado y a los organismos que 
trabajan con la infancia, una propuesta para lograr un presupuesto más justo, a fin de fortalecer las políticas 
estructurales que tiene nuestro país dedicadas a la infancia. Lamentablemente, entendemos que no se ha 
tenido en cuenta, y que se ha postergado sistemáticamente a la infancia en situación de vulnerabilidad social. 


El presupuesto del INAU -Inciso 27, que es el organismo con el que fundamentalmente trabajamos- tiene tres 
grandes rubros: las retribuciones del personal, que corresponde a los salarios de los funcionarios, a los gastos 
de funcionamiento del organismo, y a otro rubro que es el Objeto 289.001, en el que se incluyen todas las 
prestaciones de servicios que realiza la sociedad civil, fundamentalmente los convenios. 


Nos llama poderosamente la atención que en el Presupuesto quinquenal de este Gobierno hayan aumentado 
todos los rubros correspondientes al Inciso 27, INAU, menos el de convenios, desde el que se sostiene el 
93% de los niños que son atendidos en la órbita del INAÚ. En efecto, en 2006 el rubro Retribuciones 
Personales aumentó un 11% y el de los Gastos de Funcionamiento un 91%. Nosotros atendemos al 93% de 
los niños con el 30% del presupuesto del organismo. 


Hemos de reconocer que en el año 2006, en el mensaje complementario se incrementó este rubro para un 
salvataje de la situación particular que estaban viviendo los hogares y los internados. En el Período anterior 
varias veces comparecimos en las Comisiones del Poder Legislativo y dijimos que se estaban cerrando 


servicios. Se cerraron varios hogares, y gracias al pequeño incremento que hubo en la Rendición de Cuentas 
pasada, por primera vez los hogares o los internados tuvieron un incremento para atender mejor a los niños, a 
las niñas y a los adolescentes. Esto hizo que de ese 93% que, sistemáticamente, se veía postergado, hoy 
quede el 90% de los niños postergados en lo que es el presupuesto nacional dirigido a la infancia. De no 
modificarse el Presupuesto que hoy viene del Poder Ejecutivo, en lo que resta de este Gobierno progresista 
quedará postergado el 90% de los niños que atiende el INAU, y se pondrá en riesgo en forma severa la 
prestación de los servicios y, fundamentalmente, la calidad de los que se están prestando a la infancia; está 
muy comprometida la calidad de las prestaciones. Esto revela un descuido de la segunda red de protección 
que tiene el país para la infancia. 


La primera red de protección que tiene el país para la infancia es la ANEP, es la educación. La segunda red de 
alcance nacional y más grande que tiene el país para la atención de la infancia es el INAU, y la postergación 
del 90% de los niños es algo muy serio. Además, esta segunda red tiene la característica de prestar una 
atención focalizada, que llega a muchos niños a los cuales no llega la ANEP. Nos referimos 
fundamentalmente a la primera infancia, adonde la ANEP no llega, no está presente, y los dos tercios de estos 
niños en la órbita del INAU -es el Plan CAIF- tienen entre cero y tres años. Buena parte del resto de la 
población, en convenio con el INAU, corresponde a niños que están en situación de desprenderse del sistema 
educativo formal o que lo han abandonado. De manera que si no atendemos a esta otra red nacional de 
protección de la infancia, estamos poniendo en riesgo la suerte y los derechos de los niños de nuestro país. 


Por lo expuesto, es poco comprensible por qué el Gobierno nacional envía este Presupuesto; una de las 
prioridades era la atención de la infancia y en las políticas focalizadas para su atención no se ve ningún tipo 
de mejora. 


¿Por qué nosotros estamos solicitando estos incrementos? Como decía anteriormente, lo hacemos por un 
tema de derechos humanos; entendemos que los niños de los sectores de mayor vulnerabilidad necesitan 
políticas de calidad y no políticas pobres para pobres. A las organizaciones de la sociedad civil que 
trabajamos en este tipo de proyectos se nos hace muy difícil sostenerlos, pues debido a la escasez de recursos 
no se puede atender la propuesta acordada con el INAU en cuanto a la calidad, a la cantidad de educadores 
por niños y a las diversas prestaciones que se tienen que prestar. Por otro lado, también nos afecta las 
remuneraciones del personal. 


El mismo Gobierno que nos plantea un mecanismo para la mejora de los salarios de los trabajadores 
uruguayos en los Consejos de Salarios -nosotros estamos participando también de ellos-, por un lado nos 
invita a sentarnos a negociar con los trabajadores y, por otro, no se hace la transferencia de recursos para 
poder atender a esa negociación de los incrementos razonables que plantean los trabajadores. Esto genera 
salarios muy deprimidos. Un educador está ganando $ 38 o $ 39 la hora. El personal de servicio, que de 
alguna manera presta un servicio educativo, está ganando $ 21, lo que hace muy difícil la situación y genera 
una rotación de personal muy seria, que también afecta la calidad de las prestaciones que el Estado presta a 
los niños través de las organizaciones de la sociedad civil. 


De no revertirse este Presupuesto, sería un signo muy negativo para las organizaciones de la sociedad civil y 
puede estar comprometiendo en buena parte la implementación del Plan de Equidad. 


Como ustedes saben, el Plan de Equidad pretende atender la infancia y la adolescencia, e incrementar la 
atención de entre veinte mil y veintidós mil niños en la primera infancia, a través de las organizaciones de la 
sociedad civil. 


El Colectivo Infancia en esta situación no puede crecer ni incrementar servicios, a lo sumo puede sostener los 
que ahora se están brindando, pero vemos muy difícil la situación. Creemos que nuestras organizaciones no 
se van a poder involucrar en este Plan de Equidad, como lo tiene pensado el Gobierno, si no se cambia este 
Presupuesto. 


Por último, quiero señalar que el Presupuesto enviado por el INAU, en los artículos 9%, 10, 11, 16 y 17, 
contempla en buena manera lo que han sido nuestros planteos históricos. Por eso, pedimos a esta Comisión y 
a la Cámara que contemplen el Presupuesto del INAU, y de esa manera sí se estaría garantizando la 
prestación de los servicios y el incremento de la atención a los niños que lo están necesitando. 


SEÑOR BRENTA.- Quiero aclarar que el incremento que se produjo no fue por la vía de un mensaje 
complementario -porque en la Rendición de Cuentas no hay mensaje complementario- sino por una 
modificación hecha en el Senado en la redistribución del presupuesto, que permitió reforzar los 
recursos destinados a los convenios que el INAU tiene con las organizaciones que ustedes representan. 


Tomamos conocimiento de su preocupación y la compartimos. Al mismo tiempo, creemos que se van a poner 
en práctica algunas nuevas medidas para atender a los sectores más vulnerables de la población entre los que 
están, evidentemente, los menores de 18 años, ya que más de la mitad de los jóvenes están debajo de la línea 
de pobreza. Eso se llevará a cabo, fundamentalmente, mediante el incremento significativo de las 
asignaciones familiares, que se producirá el próximo año en el marco del Plan de Equidad. De cualquier 
manera, nos parece que el planteo que hacen es atendible y nos comprometemos a hacer todos los esfuerzos 
posibles para atender parcialmente algunas de sus inquietudes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como dijo el señor Diputado Brenta, el tema va a continuar analizándose. 


Hace unos días recibimos al Directorio del INAU y tratamos estos temas. Estamos convencidos de que ha 
habido avances importantes en lo que tiene que ver con la niñez y la adolescencia y con la atención a los 
sectores más carenciados del país. Por eso me sorprendió cuando se habló de una postergación sistemática, 
pero cada uno tiene derecho a opinar lo que estime conveniente. 


Así como demostramos voluntad en la última Rendición de Cuentas, vamos a seguir trabajando sobre el 
particular, aquí y en el Senado. Todos los legisladores tenemos el documento que nos han hecho llegar. 
Enviaremos ese documento, así como la versión taquigráfica de lo que se ha expresado aquí a todos los 
legisladores del Senado que forman la Comisión de Presupuesto, integrada con la de Hacienda para que se 
compenetren de la situación que ustedes han planteado. 


SEÑOR FONTONA.- Quisiera aclarar que cuando hablamos de una postergación sistemática en las 
políticas focalizadas a la infancia y no a toda la infancia es porque reconocemos que hay otras políticas 
que las afectan. 


SEÑOR MACHADO.- Compartimos su preocupación; creo que es un sentimiento colectivo. 


Aparentemente, habría un presupuesto acotado que estaría en un marco de rigidez en cuanto a la plata 
disponible. Nosotros no pertenecemos al Gobierno, pero manifestamos nuestra disposición a que haya 
cambios en lo que hace a prioridades establecidas. Para nosotros, las políticas focalizadas hacia la niñez 
tienen principal prioridad, así que estaríamos dispuestos a dar una mano en esa negociación que, sin duda, 
tiene que existir para habilitar la solicitud de ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


(Se retira de Sala la delegación del Colectivo Infancia) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la 
Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, integrada por la señora Irma Mateos, el señor Luis 
Rodríguez, el señor Héctor Morales y el señor Mario Trápani. 


Ustedes nos han hecho llegar una nota con fecha 23 de mayo y un memorándum que explica vuestro 
planteamiento. 


SEÑOR MORALES.- Sabemos que esta Comisión no tiene atribuciones para tocar el tema de la 
seguridad social; no es de eso que venimos hablar. Como decimos en la nota y en el memorándum que 
les enviamos, la situación de los jubilados y de los pensionistas, en estos días tan duros, es catastrófica. 
La inmensa mayoría de los integrantes del sector -no lo decimos nosotros; es un dato de la realidad; lo 
afirman el Presidente del Banco de Previsión Social y el representante de los jubilados-, el 90% de los 
jubilados y pensionistas, no va a pagar impuesto a la renta con el nuevo sistema tributario. Podríamos 


decir que nos vamos a salvar de un impuesto, pero qué tremendo es que en un país donde la canasta 
familiar está situada por encima de los $ 31.000, el 90% de los viejos trabajadores no llegue a ese 
monto imponible de $ 9.800, que para nosotros es el techo. La inmensa mayoría de las jubilaciones y de 
las pensiones, el 70%, oscila entre $ 1.000 y $ 5.000. De ese 70%, alrededor de 250.000 uruguayos y 
uruguayas cobran entre $ 1.000 y $ 3.000, en este país donde, repito, la canasta básica familiar pasó los 
$ 31.000. 


No es verdad que porque seamos viejos y no trabajemos gastemos menos. Tenemos que alimentarnos mejor; 
tenemos que abrigarnos mejor; tenemos que atender nuestra salud y, en miles de casos, tenemos que ayudar a 
los hijos y a los nietos porque no tienen un trabajo formal, digno, que les permita vivir de manera 
independiente. 


Repito que tenemos bien claro que quien tiene iniciativa en esta materia es el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, es el Poder Ejecutivo, pero para que comprendan lo que venimos a pedir es necesario 
recordar estos aspectos de la situación de un sector de la sociedad que el único pecado que ha cometido es 
haber trabajado toda una vida, haber creado la riqueza de este país y la riqueza de muchos ricos de este país, 
y haber llegado a esta etapa de la vida, que debería ser muy hermosa, para disfrutar de la familia, de los hijos, 
de los nietos. Sin embargo, continuamos viviendo con sobresaltos y, a pesar de la sentencia presidencial, ser 
viejo en el Uruguay sigue siendo una condena, como decimos en el memorándum. 


No voy a pedir milagros ni que nos arreglen la situación. Ustedes saben que los ajustes de las jubilaciones, de 
acuerdo con el artículo 67 de la Constitución, están atados a los de los salarios de los funcionarios de la 
Administración Central. No hay que retroceder mucho; basta saber lo que sucedió el año pasado, por 
ejemplo. Los ajustes ya dejaron de ser semestrales para ser anuales, aunque el año pasado se dio un 3% en 
octubre y un 6% en enero. Con el contador que asesora a la Coordinadora hicimos un cálculo en base a mi 
jubilación y analizamos lo ocurrido en los últimos dos años y en los últimos cinco años. Nos encontramos 
con que el índice medio de salarios ha sido cuantiosamente menor que la inflación. 


Este año ya escuchamos decir al señor Ministro de Educación y Cultura que no va a haber aumento para los 
funcionarios públicos; por lo tanto, no lo habrá para los jubilados. Nosotros queremos que entiendan que para 
un viejo no es lo mismo esperar cuatro meses, que seis meses o un año. No es nuestro cometido modificar las 
leyes; quienes tienen la sapiencia para eso son ustedes, y nosotros venimos a pedirles que modifiquen los 
literales A) y B) del artículo 1% de la Ley_N* 16.903, para volver a los mecanismos que preveía el artículo 6* 
de la Ley N” 15.809, es decir, que los ajustes se hagan en forma cuatrimestral y no semestral y anual. 


Reitero que para una persona mayor no es lo mismo esperar seis meses o un año que cuatro meses, porque 
esos meses de diferencia representan menos comida, menos atención de la salud, menos calidad de vida. Si 
fuéramos treinta años más jóvenes tendríamos tiempo de esperar para recuperar lo perdido, pero ustedes ven 
la composición de la delegación: nos queda poco tiempo y no vamos a poder recuperar lo perdido. Nuestro 
caso se agrava porque por razones biológicas la salud está bastante deteriorada, y a eso hay que agregar la 
mala alimentación, el mal abrigo, la mala atención sanitaria. Todas las semanas, cuando se reúne el Consejo 
Directivo o la plenaria de nuestra Coordinadora, tenemos que hacer un minuto de silencio porque hay 
compañeros que se marchan de este mundo, desgraciadamente, en la inmensa mayoría de los casos capaz que 
en forma adelantada a lo que el destino les tenía deparado, por la situación que acabamos de describir. 


Creemos que no estamos pidiendo un gran sacrificio al país; incluso, somos merecedores de que se nos preste 
atención. Decíamos en el memorándum que seguimos confiando en las instituciones democráticas, pero 
quien habla, durante muchos años, como militante sindical y hoy como militante de los jubilados y 
pensionistas, puede decir que estamos cansados de venir al Parlamento. Estamos cansados de describir estas 
situaciones y de ver que las soluciones no llegan, y de que nuestro discurso quede en la versión taquigráfica 
pero, desgraciadamente, las soluciones no aparecen. 


Esta situación no es nueva; se arrastra desde hace años. Los jubilados seguimos siendo el sector de la 
sociedad olvidado por todos los Gobiernos. 


Queremos pedirles que piensen en sus propios viejos, en los viejos de vuestras familias; piensen que ustedes 
mañana van a ser viejos. ¡Claro!, capaz que con buenos salarios tendrán buenas prestaciones, pero recuerden 
que la inmensa mayoría de los viejos trabajadores de este país, de los constructores de la riqueza de este país, 


no tienen buenas pasividades; todo lo contrario. Y en días como estos eso duele mucho más. ¡Ustedes no 
saben lo que significa atender todos los días, en nuestra sede, a personas mayores, de 60, 70 u 80 años, que a 
veces vienen llorando porque la Coordinadora es el último recurso al que pueden recurrir porque trabajaron 
35, 40 o 45 años y tienen una jubilación miserable o porque trabajaron toda una vida y, por los avatares de las 
leyes que regulan la seguridad social, no pueden jubilarse ni conseguir una pensión por invalidez ni por vejez 
ni una jubilación por edad avanzada! 


Les estamos pidiendo que modifiquen la Ley_N* 16.903 para volver a los ajustes cuatrimestrales; no les 
pedimos que modifiquen la Constitución porque no es ese el cometido de esta Comisión, pero sí pueden 
variar el período de ajuste salarial de los funcionarios públicos y, por ende, el de los jubilados y pensionistas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como dijo el señor Morales, el planteamiento no tiene que ver directamente 
con la Rendición de Cuentas, más allá de que es una problemática sensible de los jubilados y de las 
jubiladas que, sin duda, todos hemos captado. Tomaremos en cuenta vuestro pedido de modificación de 
los literales A) y B) del artículo 1” de la Ley N” 16.903, concurriendo, a través de nuevas disposiciones, 
que se vuelva a los ajustes cuatrimestrales. Aquí, en el Parlamento, de alguna forma tratamos de 
comunicar a todo el Cuerpo parlamentario -tanto a la Cámara de Diputados como al Senado- las 
inquietudes de la sociedad. Como verán, se está tomando versión taquigráfica, y yo estoy 
absolutamente seguro de que la inmensa mayoría de los parlamentarios lee las versiones taquigráficas, 
sobre todo, cuando se trata de temas sensibles, como este. De todos modos, como se trata de una 
cuestión específica, remitiremos a las Comisiones de Seguridad Social de la Cámara de Representantes 
y del Senado la versión taquigráfica de vuestra exposición; además, la enviaremos al Banco de 
Previsión Social y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, más allá de lo que hagamos respecto de 
la modificación de la Ley N” 16.903. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dar la bienvenida a la delegación. 


Desde que entré a Sala he escuchado atentamente los planteamientos que hacía el señor Morales -viejo 
conocido de esta Casa- y, como dice el señor Presidente, este tema no es motivo de esta Rendición de 
Cuentas, pero pudo haberlo sido. El Poder Ejecutivo no envió nada al respecto y, por lo tanto, no lo es, pero 
si en alguna norma parlamentaria puede haber aspectos vinculados con el que ustedes planteaban es, 
precisamente, la presupuestal. 


De todos modos, quiero trasmitir a la delegación que en el día de ayer, cuando compareció el Ministerio de 
Economía y Finanzas, tratamos el artículo 19 de la Ley de Presupuesto, que establece que a todos los 
funcionarios del Estado se les abone una vez por año, a partir de 2007, una partida por concepto de canasta de 
fin de año, de manera de unificar los diferentes criterios que al respecto hay en los distintos organismos y de 
dar esta prestación en aquellos que hoy no existe. Nosotros planteamos que, aunque en primera instancia se 
hiciera de manera más austera, el beneficio se extendiera a los pasivos de más bajos ingresos. Le decíamos al 
señor Subsecretario de Economía y Finanzas que, según los cálculos a los que habíamos podido acceder, en 
el BPS hay alrededor de noventa y dos mil pasivos que perciben menos de dos unidades básicas de prestación 
-o sea, menos de $ 3.300-, y que, a lo mejor, podríamos prever una partida por concepto de canasta de fin de 
año de por lo menos una unidad básica de prestación. Quizás esta sería, al menos, una señal del viejo 
aguinaldo, tan reivindicado, o de una equiparación con un beneficio que se piensa para los funcionarios 
públicos. Esto costaría aproximadamente US$ 5:000.000; quizás un poquito más. En esa tarea estamos. El 
Subsecretario dijo que no lo tenían previsto, pero no lo descartó. Nosotros vamos a trabajar sobre los 
recursos, que es el tema que siempre complica. 


Quería darles esta noticia; podrán leer en las exposiciones en la versión taquigráfica del día de ayer, que 
quizás ya esté disponible. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Ya que el señor Presidente mencionó que enviaría la versión 


taquigráfica a algunos organismos del Estado, sugiero que sea remitida también al Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han sido muy amables; tendremos en cuenta vuestro planteo. 


SEÑOR MORALES.- Les agradecemos que nos hayan recibido. 


En cuanto a lo que hemos escuchado, queremos anunciarles que hace pocos días estuvimos en la Comisión de 
Seguridad Social, planteando este y otros temas. 


Las soluciones como las que plantea el señor Diputado Gandini no resuelven en absoluto el problema de los 
jubilados. Aunque resulte antipático, les pondré como ejemplo mi caso. Yo soy uno de los privilegiados que 
gana alrededor de $ 11.000, y le pediría a los señores Diputados que hicieran el esfuerzo de pensar en cómo 
un jubilado puede vivir diez o quince días con ese dinero. 


Ayer o anteayer hubo una movilización de otra organización de jubilados que pedía $ 3.200 de jubilación 
básica. Es la décima parte de lo que cuesta la canasta familiar. El problema de los jubilados no se arregla con 
ese tipo de soluciones. No es un problema de caridad; es un problema de justicia, señores legisladores. Para 
vivir, la gente tiene que tener lo que necesita. No sirven esos parches ni esos remiendos, porque la situación 
va a seguir siendo la misma. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Ustedes están en contra? 


Nosotros hacemos una propuesta. Queremos saber si les sirve, ya que hay otras organizaciones tan 
representativas como la suya que nos dicen que a ellos les sirve. 


Entonces, nos gustaría conocer su opinión concretita con respecto a este punto. ¿Están a favor o en contra de 
que los jubilados de menores ingresos perciban $ 1.600? Queremos saber, para publicarlo en la prensa y que 
se sepa si están a favor o en contra de que ellos reciban esa cifra, como todos los funcionarios públicos, 
porque la Justicia es esa: si los funcionarios públicos van a recibir ese monto, que también lo reciban los 
jubilados. 


El ideal, lo que necesitan, todos lo tenemos claro, pero como no somos Gobierno, podemos proponer 
pequeñas cosas. 


Simplemente, queremos saber si están o no de acuerdo. 


SEÑOR MORALES.- Los jubilados y pensionistas saben quienes somos; no es necesario que usted lo 
diga a través de la prensa. 


En cuanto a la pregunta, debo responder que, en nuestra opinión, los parches no sirven para solucionar los 
problemas de la gente. Nosotros queremos soluciones verdaderas. Se habla del récord de recaudación, del 
crecimiento del PBI; el Presidente del Banco de Previsión Social sale todos los días a hablar del milagro del 
récord de la recaudación. Nosotros nos preguntamos para qué son esos récords, si la solución que habrá serán 
esos $ 1.600 para noventa y dos mil personas. 


Somos alrededor de setecientos mil jubilados del Banco de Previsión Social. La inmensa mayoría está por 
debajo de la tercera o cuarta parte de la canasta básica familiar. 


Hubo ajustes diferenciales para los jubilados, que representaron un aumento de $ 30, $ 40, $ 60, y nosotros 
no podíamos oponernos porque veníamos reclamando esos ajustes, pero una cosa es una cosa, y otra cosa es 
otra cosa. No se puede hablar a la gente de soluciones y tratar de ser simpático dándole $ 1.600 una vez al 
año, y después seguir en esa noria de pasar miseria el resto del año. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su aporte. 


(Se retira de Sala la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de Acción Coordinadora y Reivindicadora del Impedido del Uruguay, 
ACRIDU) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de ACRIDU. Parece que hubo un malentendido y nos 
hemos atrasado; por lo tanto, les rogamos que expongan su planteamiento, más allá de que figura en el 
memorándum que nos enviaron el 13 de junio. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- He venido en representación de la Comisión Directiva, acompañada por 
la señora María Carrosio, en nombre de los funcionarios de ACRIDU. 


Nuestro planteamiento tiene que ver con el recorte de la subvención que se hizo en la Rendición de Cuentas 
del año pasado. También enviamos al Ministerio de Economía y Finanzas y a la Presidencia de la República 
la nota que hicimos llegar a esta Comisión. El Ministerio acaba de contestarnos en una nota -que también 
alcanzamos a la Comisión— en la que se nos dice que este recorte fue decisión del Poder Legislativo y que, 
por lo tanto, nos remitamos a este para pedir aclaración. 


Hasta el día de hoy no está claro cuál fue el motivo del recorte. El Poder Legislativo nos dio breves 
respuestas a través de los señores Diputados Yanes y Alvarez López. También recibimos una contestación de 
los Diputados Lacalle Pou y Rosadilla, pero con ellos no pudimos tener entrevistas. 


Obviamente las respuestas no nos satisfacen. Parece ser que el espíritu de la ley al aplicar el recorte fue que 
las instituciones que incumplían -y, por lo tanto, entendemos nosotros, quizás algunas malgastaban o 
malgastan dineros del Estado— sufrirían este recorte luego de una evaluación. Este habría sido el espíritu de la 
ley que, por supuesto, nunca quedó escrito. Además, nunca se nos hizo ningún tipo de evaluación, ni siquiera 
se nos comunicó lo elemental que, a nuestro entender, habría sido un aviso, quizás en el mes de octubre, de 
que a partir de este año sufriríamos un importantísimo descuento, por lo que con relación al presupuestar del 
año 2007 nos hubiéramos evitado más de un dolor de cabeza. 


Como dije, nunca se nos evaluó. Por lo tanto, que se siga repitiendo que los recortes se hicieron como 
consecuencia del mal uso de dineros del Estado y por incumplimiento de Dios sabe qué pautas, nos coloca en 
una posición doblemente complicada: problemas económicos y también de imagen y desconfianza hacia la 
institución. 


En febrero, cuando fuimos a cobrar la partida del mes de enero, nos encontramos con que de alrededor de $ 
400.000 anuales que cobrábamos se recortaron $ 100.000. Para ese entonces, los compromisos económicos 
de la institución ya estaban contraídos, y tuvimos que arreglarnos como pudimos. 


Hay otra versión -nunca comprobada— que dice que la intención podía ser que a la institución que cobrara 
más se le recortaran los recursos para redistribuirlos a las que no tienen subvención. Sabemos que el año 
pasado se presentó un grupo de instituciones, y que la ley establece que se formará un fondo para hacer una 
redistribución dirigida a esas instituciones. 


La postura de recortar al que recibe más no nos convence. El concepto de quien cobra más es como el de 
quien vive más lejos. Si vivo en Paso Carrasco, el Cerro me queda lejísimos, pero si estoy en La Teja me 
queda cerca. Esto tiene que ver concretamente con la forma de utilizar los recursos. Quizás, para una 
institución, $ 2.000 o $ 3.000 sea mucho, por el uso que hace de ese dinero, y para otra, como la nuestra caso, 
apenas represente un tercio del presupuesto total. 


Demostrado está en los veinticinco años de trayectoria de ACRIDU que hemos realizado diferentes proyectos 
en favor de las personas con discapacidad. Hemos recibido el reconocimiento internacional pero nunca, para 
nuestra tristeza, el nacional. 


Entonces, no se hizo una evaluación, no se ha podido comprobar si malgastamos un solo peso de lo que 
percibíamos, nunca se nos avisó. Se habla de un fondo para hacer una redistribución entre otras instituciones 
que han solicitado ayuda. Pero nos consta que hasta el día de hoy no se ha hecho tal redistribución. 


Voy a mencionar algunos ejemplos para que se tenga idea de lo que significan para ACRIDU $ 100.000 
anuales. Nosotros pagamos $ 11.000 de alquiler por la casa que es sede de todos los proyectos que 
desarrollamos. Una vivienda tutelada, en un proyecto que ha sido declarado pionero en América Latina por la 
OMS, en la reunión del año 2002 celebrada en Vancouver. La información sobre el proyecto figura en los 
folletos que hemos entregado. 


Tenemos una camioneta adaptada para el traslado de personas con movilidad reducida. Este es un proyecto 
que viene desde 1990 y lo presentamos en distintas instancias. Finalmente, conseguimos una camioneta, que 
hoy por hoy es un servicio detenido a las personas con discapacidad general, reducido al traslado corto de 
usuarios solo de ACRIDU, porque no tenemos dinero para mantenerlo. Tenemos una publicación en cuyo 
Consejo Editorial hay jóvenes con discapacidad intelectual -experiencia absolutamente pionera en el país-, y 
está detenida porque los dineros no alcanzan. Somos representantes en el Uruguay de una organización 
internacional que se llama "Very Special Arts", "Artes muy especiales", que desarrolla programas de arte 
adaptados a procesos de rehabilitación de personas con discapacidad intelectual. Tenemos esta representación 
desde el año noventa y pico... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Permítame, señora. Tenemos absolutamente claro la función social que 
cumple ACRIDU; no es la primera vez que ustedes visitan el Parlamento. Como usted dice, esto es de 
larga data. 


Como el tiempo se nos va, quiero expresarles que efectivamente hubo un recorte para ACRIDU. Usted tiene 
determinadas informaciones que personalmente no tengo. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Recogí la de Diputados... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Permítame. 


Sé que el Senado, a raíz de que había muy pocos recursos, hizo un recorte, pero de ninguna manera significa 
que hubiera incumplimiento por parte de alguna organización; eso corre por parte de la persona que lo dijo. 
Esto no se manejó de ninguna manera. Sí sabemos perfectamente bien que en aquel momento no teníamos 
recursos y que en el Senado se hizo una redistribución. Ustedes no fueron los únicos afectados, ya que han 
pasado algunas organizaciones que también han tenido importantes disminuciones, lamentablemente. 


Este año estamos en otra situación: los legisladores vamos a tener una disponibilidad -ayer lo dijo el equipo 
económico-, que la vamos a utilizar de la mejor manera posible. Lo cierto es que vamos a ser cada vez más 
rígidos -no lo digo por ACRIDU sino por todas las organizaciones que están recibiendo beneficios de la 
sociedad, del Estado- en cuanto a rendir cuentas de lo que se gasta en el año. Me animaría a decir que no 
alcanzará con pedir una evaluación al Ministerio correspondiente, sino que será obligación directa de las 
organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones presentar sus informes a fin de seguir percibiendo, 
el año siguiente, la partida correspondiente. Reitero que no es el caso de ACRIDU, pero lo estoy expresando 
porque esa es la voluntad de algunos señores legisladores, pues como usted manifestó, hay situaciones que no 
están absolutamente claras. reitero que no es el caso de ACRIDU. 


Digo esto porque estamos atrasados y hemos tratado este tema con mucha amplitud Estoy absolutamente 
seguro de que los integrantes de la Subcomisión para analizar los subsidios y las subvenciones de la 
Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, tendrán en cuenta este planteamiento. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Hemos sido los primeros en pedir, no solo que existan evaluaciones 
formales sino evaluaciones de calidad; esto lo establecimos en el documento. Mientras las evaluaciones 
sean creíbles y ofrezcan garantías, las puertas estarán abiertas para los grupos evaluadores y también 
para ustedes todos los días en ACRIDU. 


No creemos que sea un beneficio, o como se ha dicho por ahí, que quizás hasta las instituciones nos sentimos 
que recibimos... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejemos de lado lo que se dice por ahí. 
SEÑORA DE LOS SANTOS.- Por ahí es el ámbito legislativo; no es la calle 


SEÑOR GANDINI.- Quiero reafirmar lo que dijo el señor Presidente. A través del artículo 255 del 
proyecto de Rendición de Cuentas, se asigna al Fondo de Subsidios y Subvenciones una partida de $ 
5:000.000 para reforzar los subsidios a instituciones de tipo social; depende del Parlamento la forma en 


que se distribuya. La buena noticia es que en el día de ayer el equipo económico nos confirmó que hay 
una partida para reforzar, que si bien no es muy grande, servirá para corregir algunas situaciones. 


ACRIDU es una institución muy conocida por todos nosotros y sabemos que ponen el mismo empeño en 
realizar la tarea que en defender con ahínco ante el Parlamento esos recursos. Así que, en lo que a nosotros 
respecta, van a contar con la disposición para corregir algunas situaciones. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Hay algo que no puedo dejar de decir, pues mis compañeros no me lo 
perdonarían. 


Nosotros no vemos esto como un favor, un beneficio y, mucho menos, como una limosna del Estado sino 
como una cuestión de sociedades. Nosotros y muchas otras instituciones cumplimos servicios que hasta el día 
de hoy el Estado no puede cumplir. De hecho, somos socios. Por lo tanto, si nosotros aportamos una parte de 
dinero -es solo un tercio lo que recibimos por subvención-, más nuestro tiempo, trabajo y experiencia, ¡por 
favor socios, no nos quiten la otra pata porque, si no, se viene todo abajo! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las señoras Roide De Los Santos y María 
Carrossio. 


(Se retira de Sala la delegación de la Acción Coordinadora y Reivindicadora del Impedido del Uruguay). 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay, 
integrada por las doctoras Clara Leite y Sandra Pardías, y el doctor Carlos Díaz. 


Hemos tenido muchas oportunidades de dialogar con ustedes; sobre la mesa tenemos vuestro memo. 
SEÑORA LEITE.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Como hemos expresado en anteriores oportunidades en este ámbito, al tratarse la Rendición de Cuentas 
correspondiente al Ejercicio 2005 manifestamos que el Presupuesto aprobado para el Poder Judicial fue 
tildado de histórico, en virtud de que se votó una partida de 33% para los magistrados y cargos de particular 
confianza, y un incremento de 33% para una reestructura de los funcionarios judiciales. A esto se sumó la 
cláusula gatillo establecida en el artículo 389, que llegará a un 7%. 


Como hemos expresado en el memo, en esas oportunidades los defensores de oficio no fuimos incluidos en el 
33%; fuimos incluidos a texto expreso solamente en la cláusula gatillo del artículo 390. En el primer año de 
la ejecución del Presupuesto recibimos un 2% de aumento salarial, que era el que se le daba a los 
funcionarios judiciales, y el año pasado el Parlamento, haciéndose eco de nuestras solicitudes y para tratar de 
paliar un poco la injusticia que se estaba produciendo con los defensores de oficio, votó una partida de 
perfeccionamiento académico -aprobada en el artículo 140 de la Rendición de Cuentas-, que se empezó a 
percibir a partir del 1* de enero de 2007. Esa partida alcanza solamente a los defensores públicos con 
dedicación exclusiva. Por lo tanto, los defensores públicos que no tienen dedicación exclusiva, que no son 
"full time" sino "part time", quedan fuera de ella, así como los procuradores. 


Obviamente, eso no contempló el reclamo de la Asociación de Defensores de Oficio, pero entendimos que en 
ese momento era lo único que podía hacer el Parlamento por nosotros. Agradecimos las gestiones realizadas 
por los parlamentarios y esperamos que esto se pueda solucionar en esta Rendición de Cuentas. 


Esa partida fija significa un aumento de un 10% de las retribuciones para aquellos que la perciben, es decir, 
para quienes tienen dedicación exclusiva; si la sumamos al 2% que se había dado, estamos en el orden del 
12%; reitero que es para aquellos que tienen dedicación exclusiva, pero los "part time" y los procuradores 
reciben solamente el 2%. 


El artículo 54 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas enviado por el Poder Judicial recoge, en parte, las 
aspiraciones de los defensores públicos, que solicitábamos ser tratados de la misma manera que el resto de 


los funcionarios públicos, ya que nosotros no tuvimos la recuperación salarial que tuvieron todos los demás. 
Advertimos que en esta instancia la Suprema Corte de Justicia por lo menos ha tomado en consideración a los 
defensores públicos y los incluyó en la Rendición de Cuentas. Para nosotros esto fue muy importante. 


Decía, entonces, que la aspiración de los defensores públicos es recibir, por lo menos, el mismo trato que los 
demás funcionarios públicos, lo que se estableció como pauta por este Gobierno en el artículo 454 del 
Presupuesto Nacional. Esto se estaría alcanzando con la aprobación del artículo 5* del Mensaje: ser tratados 
como el resto de los funcionarios judiciales, esto es, alcanzar el 33% que dieron a todos los funcionarios 
judiciales y a los magistrados, pero no a los defensores públicos. Tenemos expectativas de poder lograrlo en 
lo que queda del quinquenio. 


De todos modos, nosotros sabemos que aún si nos diesen ahora el porcentaje de recuperación salarial, 
estaríamos perdiendo lo que ya no percibimos. Entonces, quedamos a la espera de que se apruebe este 
artículo 5” del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, agradecemos a los señores Diputados que tanto han 
hecho por nosotros en la instancia pasada y esperamos contar nuevamente con vuestro apoyo para que estas 
diferencias que han existido hasta el momento se vayan diluyendo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como es un tema que todos conocemos, hemos entendido perfectamente el 
planteo. 


La Comisión agradece la presencia de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay. 
(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de la Lucha Antituberculosa) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Asociación de Funcionarios de la Lucha Antituberculosa, integrada por las señoras Sonia 
Acevedo, María Magdalena Rodríguez, Jenny Prieto y el señor Gustavo Zavala. 


Tenemos un importante documento remitido por vuestra Asociación a fines del mes pasado y los escuchamos 
con mucho gusto. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- No es la primera vez que venimos al Parlamento en esta Legislatura; ya 
concurrimos cuando nos dieron la partida de $ 93:000.000. 


Integramos una persona pública no estatal que no tiene fondos propios. Por intermedio de la DGI y la 
Dirección Nacional de Loterías y Quinielas recibíamos el monto de algunos impuestos, pero eso fue 
derogado para darnos una partida fija de $ 93:000.000, lo cual se estableció en la Ley_N” 17.930 de diciembre 
de 2005. 


Cuando se nos fijó esa partida de $ 93:000.000 nuestro presupuesto ya era de $ 105:000.000. Dicha partida 
nunca fue actualizada hasta el día de hoy, a pesar de que subieron los sueldos y los costos de todos los 
servicios públicos, como OSE, UTE y ANTEL. Por lo tanto, se viene arrastrando un déficit y se están 
haciendo menos compras y este mes llegamos al límite. Es de destacar que desde principios de año se están 
enviando informes económicos al Ministerio de Salud Pública, pero no ha respondido. 


El Ministerio de Salud Pública divide el monto de $ 93:000.000 entre doce y envía a la Lucha 
Antituberculosa $ 7:750.000 por mes. Esto significa que este mes no hay dinero para pagar los aguinaldos ni 
para comprar medicamentos. Al día de hoy haría falta que el Ministerio de Salud Pública comprara diez mil 
comprimidos de Rifampicina ya que, como dije, la Lucha Antituberculosa no tiene dinero para comprar 
medicamentos. Actualmente, se necesitarían diez mil comprimidos de Rifampicina 300, pero se está 
administrando Rifampicina 150 en dos dosis. Esa cantidad de medicamentos cuesta US$ 10.000 en el 
mercado y es necesario comprarlos ya, porque el embarco de la OPS llegaría recién el 17 de julio. Pero no 
podemos hacer frente a esa erogación y no hemos tenido noticias del Ministerio de Salud Pública. Nosotros 
somos los funcionarios; no somos la Comisión Honoraria para la Lucha Antituberculosa. Somos los que 


presentamos el proyecto del doctor Pérez Novaro. Somos trescientos sesenta y cinco funcionarios en todo el 
país, que llevamos adelante varios programas, no solo el de la tuberculosis: el de hipotiroidismo, el relativo a 
la quimioprofilaxis de meningitis. Hasta ahora nos encargábamos de la producción de la BCG, porque 
también se resolvió que no se va a hacer más y que se va a comprar afuera. Pensábamos que apostábamos a 
un país productivo, pero parece que no. 


Además, desde 1969 la Lucha Antituberculosa estaba exonerada de aporte patronal y a partir del 1* de julio 
de este año tiene que pagar un aporte que ronda los $ 830.000 por mes; esto agrava el déficit. Si hoy no 
tenemos plata para los aguinaldos, para los medicamentos y a partir del 1* de julio, pagamos $ 830.000 más 
de aporte patronal, no sé a dónde vamos a ir a parar. No sé cuál es la intención del Ministerio de Salud 
Pública con nosotros; algunos jerarcas nos han dicho que vamos a seguir igual y como persona pública no 
estatal, es decir que no vamos a estar incluidos en el Sistema Nacional Integrado de Salud. Tenemos una total 
incertidumbre; estamos trabajando con los recursos muy limitados. La gente trabaja en forma precaria; los 
vacunadores no tienen móviles y deben salir a vacunar en taxi. Y de repente aparece una delegación de ASSE 
a mirar nuestro local, sito en la avenida 18 de Julio al 2175. 


Todos tenemos derecho a cobrar el sueldo, el aguinaldo, etcétera. Para que vean que no exageramos, les 
adjuntamos una nota -que pedimos a la Comisión Honoraria- del Departamento de Recursos Financieros de 
la institución, hecha por contadores, por funcionarios. Lo que decimos no es ningún invento. 


Si se hubiese ajustado la partida por el IPC, hoy no sería de $ 93:000.000 sino de $ 103:771.381, como dice 
el informe de la contadora. Además, se agrega el aporte patronal de $ 830.000 por mes. Esto agrava 
notoriamente la situación. No sé si es normal que las partidas se fijen y que luego no se ajusten; esta partida 
se fijó a enero de 2005 y nunca más se ajustó. ¿Esta es la política que se ha seguido? ¿A los demás les pasa lo 
mismo? 


SEÑOR GANDINI.- Comprendo perfectamente la situación y que lo plantea el sindicato, lo cual tiene 
su importancia. 


Ustedes estiman en $ 830.000 el aumento de sus costos a partir de la reforma tributaria por el aporte patronal 
y esto es mensual. Por tanto, la partida de subvención de $ 93:000.000 es anual. Entonces, el déficit sería de 
más de $ 10:000.000 porque hay que sumar todo lo que tiene aporte patronal, no solo las doce mensualidades 
sino también el aguinaldo y otros conceptos. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El presupuesto para este año debería ser de $ 121:532.500, pero fue ajustado 
-Se compra menos, se arregla menos, no se cambia la parte informática, se compran menos lapiceras, 
etcétera- a $ 117:000.000. Si tenemos en cuenta que disponemos de $ 93:000.000, enfrentamos un déficit 
de entre $ 21:000.000 y $ 24:000.000 para este año. 


SEÑOR GANDINL- Quiere decir entonces que independientemente de cuál sea la fuente de 
financiamiento, que podrá ser la del capítulo de subsidios y subvenciones o una partida a cargo del 
Ministerio de Salud Pública -porque ustedes cumplen una función que si no la hacen ustedes no la 
cumple nadie y, por lo tanto, están dentro de la salud-, están necesitando aproximadamente $ 
24:000.000, US$ 1:000.000, para no tener un déficit. Con ese complemento, podrían cumplir con lo 
mismo que están haciendo ahora. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Quizás podríamos hacerlo mejor. Si hoy hay menos tuberculosis, también 
hay menos pesquisas, porque no se trabaja como antes. 


Hay setecientos enfermos. Sería bueno salir con los móviles -como antes- a las cárceles, para visitar a los 
reclusos con HIV. Tenemos una compañera que va a las cárceles para suministrar medicación. Si tuviéramos 
más recursos, se trabajaría mucho mejor. Además, estamos con el tema de la vacuna del hipotiroidismo, la 
profilaxis de la meningitis. 


En octubre o noviembre del año pasado la OPS vino a inspeccionarnos y nos felicitó por nuestro trabajo; 
mandó notas por todo el trabajo que se hace, por el trabajo supervisado. Por ejemplo, el tuberculoso va a los 


lugares de control -existentes en todo el país- para tomar la medicación delante del funcionario. Además, se 
da medicación a todos los contactos; si no fuera así, Uruguay no tendría la cantidad de habitantes que tiene. 


SEÑOR BRENTA.- Veo que hay unas notas y advierto que hay una combinación de dos problemas: el 
de la carencia de recursos y otro más grave, que tiene que ver con cómo van a integrarse en el nuevo 
Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Ustedes saben que hace pocos días esta Cámara aprobó el proyecto de ley de descentralización de ASSE, que 
antes aprobó la creación del Fondo Nacional de Salud y que a la brevedad, las Comisiones integradas de 
Hacienda y de Salud Pública del Senado estarán analizando el Sistema Nacional Integrado de Salud. Por lo 
tanto, ese proyecto será aprobado. En líneas generales, esa iniciativa tiene una especial preocupación por la 
atención primaria de la salud. Entonces, parecería bastante lógico que esta Comisión forme parte de este 
Sistema Nacional Integrado con un rol significativo, porque lo que ustedes hacen básicamente es prevención 
en salud. No soy un técnico en la materia, pero me parece que es así. 


Nos quedamos con la demanda que plantean en términos del déficit presupuestal de la Comisión, pero creo 
que sería bueno que solicitaran una entrevista a las Comisiones integradas de Hacienda y de Salud Pública a 
los efectos de tomar conocimiento de lo que va a comenzar a suceder a partir del 1” de enero. La ley está en 
debate y está sufriendo modificaciones y es posible que algunas definiciones no estén tomadas, pero me 
parece que este es el proceso que hay que seguir de cerca para tener claridad en cuanto a la incertidumbre que 
ustedes plantean, que estimo absolutamente razonable. 


SEÑOR ZAVALA.- En cuanto a la integración de la Comisión al Sistema Nacional Integrado de Salud, 
debo decir que tuvimos varias entrevistas con el señor Olesker y con diferentes autoridades del 
Ministerio y no hay una política clara. Todavía no se ha definido cómo se van a insertar las diferentes 
Comisiones, inclusive la nuestra. Nosotros atendemos el problema de la tuberculosis, y no todo el 
programa de aplicación. Como dijo el señor Diputado Brenta, nuestro trabajo hace a la atención 
primaria de la salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se remitirá la versión taquigráfica de esta reunión a la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes, inclusive, a la Comisión de Salud Pública 
del Senado, a la que irá la Rendición de Cuentas próximamente, y al Ministerio de Salud Pública, más 
allá de las acciones que realice cada legislador en la discusión del proyecto del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 


Agradecemos la presencia de la Asociación de Funcionarios de la Lucha Antituberculosa. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios de la Lucha Antituberculosa) 


SEÑOR ASTI.- Quiero referirme a un material relacionado con la delegación de la Asociación de 
Funcionarios de la Lucha Antituberculosa, que acaba de retirarse. 


El Ministerio de Economía y Finanzas presenta un informe sobre todas las instituciones que han rendido 
cuentas, que están incluidas en lo referido a subsidio de subvenciones. Esto figura en la página 174 del 
documento. Allí están los estados contables de la Comisión y el informe de auditoría de un contador externo. 


Con respecto a aportes del Banco de Previsión Social, establece: "En el Ejercicio 2004 en atención a lo 
dispuesto por la Dirección Técnica de la Asesoría Tributaria y Recaudación del citado Banco, la Institución 
comenzó a realizar sus contribuciones a la seguridad social bajo el régimen de aportación correspondiente al 
sector Industria y Comercio". O sea que no es un problema del nuevo sistema tributario, sino que desde 2004 
está aportando por un cambio de la personería jurídica de la institución. 


Simplemente, quería dejar esta constancia. 


(Ingresa a Sala la Liga de Fomento de San Luis) 


La Comisión da la bienvenida a los señores Alfredo Pastorino y Edilberto Ares, que representan a la 
Liga de Fomento de San Luis. 


Hemos recibido una nota y un proyecto de aditivo de la Liga de Fomento, con fecha 30 de mayo y 12 de 
junio, respectivamente. 


SEÑOR PASTORINO.- Venimos a plantear el serio problema que tiene el liceo de San Luis, que hace 
doce años funciona en el local de la escuela. Actualmente, esto se torna imposible porque la matrícula 
de la escuela creció muchísimo y necesita todos los salones para funcionar. 


Logramos que la Intendencia traspasara un terreno al CODICEN para construir el liceo. En diversas 
reuniones que mantuvimos con Secundaria se nos dijo que la construcción del liceo se iniciaría en 2008, pero 
en la última reunión se nos comunicó que eso era imposible, en virtud de la falta de presupuesto, que 
quedaría pendiente, que no sabían si se podría construir en 2009 o si se podría construir. Insistimos porque se 
trata de una urgencia que tiene San Luis y toda la zona, que abarca todos los balnearios comprendidos entre 
San Luis y Jaureguiberry. 


La construcción es urgente por razones muy simples. En primer lugar, porque el liceo no cabe más en la 
escuela, y en segundo término, porque los chiquilines de la zona se están desarraigando porque se van a otros 
liceos, ya que el liceo de San Luis ni siquiera puede contar con un aula para informática. 


En la última reunión que tuvimos con Secundaria se nos dijo que la construcción en 2008 sería imposible y 
que se analizaría la posibilidad de construirlo en 2009; prácticamente nos dijeron que era imposible construir 
el liceo por falta de presupuesto. 


Hace poco también tuvimos una reunión con el maestro Florit, Consejero del CODICEN, con Rosario 
Fernández, Inspectora de Secundaria, y con la Inspectora General de Primaria. Todos estuvimos de acuerdo 
con que algo había que hacer para que el liceo de San Luis fuera un hecho, porque era imposible seguir en 
esa situación. Florit nos dijo que analizarían la posibilidad de dar cierta prioridad dentro de los planes del 
CODICEN. 


Pretendemos que haya una respuesta más cierta y segura, y por eso venimos a pedir el apoyo de la Comisión. 
Sabemos que es muy difícil, pero por lo menos hacemos el intento de pedir a esta Comisión que incida para 
que el liceo de San Luis sea un hecho. 


Hay mucho más para hablar, pero no queremos quitar el tiempo. 


SEÑOR ARES.- En la reunión que se realizó el viernes 8 de junio en la escuela de San Luis, la 
Inspectora Departamental de Ciudad de la Costa, señora Cristina Nazzi; la Inspectora de Primaria, 
María Dolores Curbelo; la Inspectora de Secundaria, Rosario Fernández, y el Consejero del 
CODICEN, Maestro Héctor Florit, se llegó al consenso -ellos mismos lo destacaron- de que la 
necesidad de construir el liceo era urgente, por el problema social y económico que vive la gente del 
balneario y por la superpoblación de la escuela. Los niños de la escuela comparten un comedor -por 
falta de espacio, porque funciona el liceo-, y tienen media hora para comer 110 alumnos, de 170 que 
asisten a la escuela; terminan de comer e inmediatamente empieza a funcionar una clase del liceo. La 
higiene también debe hacerse en media hora. 


A todo esto, debemos sumar que San Luis ocupa el lugar dieciséis en los indicadores de pobreza de Primaria, 
problema que se refleja socialmente. 


Ante esta gravedad pedimos que se tome alguna medida. 


Integré la comisión que formó el liceo, en 1992. En 1993, cuando lo autorizaron y comenzó a funcionar, nos 
dijeron que el funcionamiento en la escuela sería provisorio, por dos años y que en un par de años se 
comenzaría a construir el liceo. Con esa promesa el liceo se instaló en la escuela, pero pasaron quince años y 
todavía estamos esperando. No existe posibilidad de agrandar la escuela. 


En la reunión en la que participaron todas las autoridades, la Inspectora Departamental de Primaria dijo que 
era la primera vez que estaba en una reunión donde se compartían todas las ideas y se llegaba a la misma 
conclusión, que se necesitaba construir el liceo. Se había descartado esa posibilidad porque se conseguirían 
unos contenedores, y con tal propósito tuvieron que alquilar otro local, porque en el que funcionaba el liceo, 
un anexo que albergaba una clase más un lugar donde está la secretaría, tiene peligro de derrumbe. 


Se aceptó que esta urgencia tiene prioridad, y por eso pedimos que este planteamiento se haga llegar a las 
autoridades que participaron en esa reunión. A ellos les consta que nosotros estamos intentando golpear 
puertas para solucionar este problema. 


La urgencia de nuestro pedido no es un capricho. El terreno lo concedió la Intendencia, pero con la condición 
de que sí no se empezaba a construir en agosto de este año, se entregaría el terreno a otro proyecto de la 
Comuna, que es la formación de un club de software, al que ya le había concedido el terreno, pero se le había 
sacado la prioridad. Reitero: si en agosto de este año no se empieza con la obra, se dará prioridad a otro 
proyecto de la Comuna para la formación de un club de software, pero en la última reunión con Secundaria 
nos comunicaron que por falta de recursos el proyecto del liceo quedaría pendiente hasta 2009. 


El maestro Héctor Florit llegó a la conclusión de que, por lo menos, se hicieran las aulas prefabricadas, pero 
hay que construir plataformas que representan un gasto. Él decía que eso se vertiera directamente para el 
comienzo de las obras porque, de lo contrario, la Intendencia estaba obligada a conceder el terreno a ese club 
de software, que socialmente también tiene su importancia. 


Estamos en un momento crucial. Hay que comenzar aunque sea con los cimientos para que la Intendencia de 
Canelones no nos quite el terreno. Estos son los hechos más graves que podemos trasmitir a esta Comisión. 


SEÑORA ONTANEDA.- ¿El Liceo de San Luis solamente tiene Ciclo Básico? 
SEÑOR PASTORINO.- Sí. 


SEÑORA ONTANEDA.- Conocemos la problemática de San Luis porque, año a año, hemos visto la 
peregrinación de los jóvenes que están mucho tiempo fuera de su casa. Se están acabando los docentes 
lugareños que siempre llevaban un control de los gurises. Hoy, el tránsito de los docentes es muy 
grande a lo largo de todo el Uruguay y son pocos los que viven en el lugar y pueden echar un vistazo a 
los gurises que permanecen en la calle porque no están en el liceo o esperan el ómnibus. 


Entonces, de sus palabras se desprende que ustedes quieren asegurarse que el terreno no tenga otro destino. 
SEÑOR PASTORINO.- Asegurar el terreno es lo primordial, pero queremos que se haga el liceo. 


Existe un problema edilicio en la escuela. El liceo no tendría que estar funcionando allí porque el alumnado 
ha crecido enormemente y se precisan salones adecuados. La construcción hay que hacerla, sí o sí, porque de 
lo contrario nos quedamos sin liceo. Ya no hay lugar físico para el liceo en la escuela, que necesita de todos 
su salones y no los puede compartir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ANEP está encargada de la construcción del liceo y, como ente autónomo 
independiente, tiene su propio presupuesto. 


El informe de la ANEP que nosotros recibimos hace pocos días no estaba discriminado por obras a realizar. 
Por lo tanto, no tenemos una respuesta concreta. Eso no quiere decir que esta Comisión no esté 
decididamente preocupada por la necesidad de la construcción del liceo de San Luis. 


En consecuencia, creo interpretar el sentir de la Comisión en cuanto a hacer los mayores esfuerzos para 
encontrar una solución. Como ente autónomo, la ANEP tiene sus prioridades y, nosotros, como Parlamento, 
no podemos intervenir pero sí sugerir o demostrar nuestras aspiraciones. 


En cuanto al proyecto aditivo que ustedes nos presentan, desde el punto de vista constitucional nosotros no 
tenemos margen para actuar, pero eso no quiere decir que no nos ocupemos del tema. Uno de los mecanismos 


posibles es remitir a la ANEP la versión taquigráfica de esta sesión de la Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda -muy especialmente, al Consejero del CODICEN, maestro Héctor Florit, y todo su 
equipo-, y a Secundaria. Asimismo, y como una excepción en este caso, la remitiremos a la Intendencia 
Municipal de Canelones para que contemple a la Liga de Fomento de San Luis en cuanto al plazo que vence 
en agosto de este año para iniciar la construcción del liceo, a fin de que no surja un problema más de los que 
ya existen por falta de recursos y prioridades de esa Administración. 


Estoy seguro de que cada uno de nosotros también se ocupará del tema a través de llamados telefónicos u 
otros caminos para averiguar sobre él. 


Agradecemos la presencia de esta delegación y actuaremos en consecuencia. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Propongo que la versión taquigráfica también sea enviada al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


(Se retira de Sala la delegación de la Liga de Fomento de San Luis) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Secretaría del Sindicato Médico del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a una delegación 
de la Secretaría del Sindicato Médico del Uruguay, integrada por los doctores Roberto Mosera, Daniel San 
Vicente, Andrés Kohn y Eduardo Ferreira, y por el escribano Julio Lorente. 


SEÑOR FERREIRA.- Soy Secretario del Sindicato Médico del Uruguay. 


Además de agradecer que nos hayan recibido, queremos trasmitir algunas ideas con respecto a este proyecto 
de Rendición de Cuentas, que no tomamos como un hecho puntual sino como algo que se encamina en pro de 
una reforma del sistema, tema que está inserto en nuestra sociedad. 


Recientemente se han renovado las autoridades del Sindicato Médico del Uruguay y se ha mostrado una 
visión bastante crítica con respecto a la reforma, en el sentido de incluir lo relativo al trabajo médico, que 
consideramos un aspecto sustancial. Esto no es un discurso corporativo, ni un discurso soberbio. Creemos 
que es necesario, para la base de la reforma, transformar el trabajo médico, tocando los puntos del 
multiempleo -fundamentalmente- y de un salario digno. Estoy hablando como ciudadano que, de vez en 
cuando, también va al médico a cuidar su salud o acompaña a algún familiar a hacerlo. 


Esta Rendición de Cuentas nos preocupa porque no toca el tema salarial en Salud Pública. Desde hace mucho 
tiempo hemos dicho que nos preocupa, fundamentalmente, la recuperación salarial en Salud Pública a los 
efectos de lograr una integralidad del sistema de salud. Si no recuerdo mal, la Rendición de Cuentas habla de 
la introducción de una técnica de "PETSCAN" -no sé si existe una evaluación al respecto-, pero no se habla 
de la recuperación salarial, ni de la posibilidad de hacer inversiones en Salud Pública, aspectos que realmente 
nos preocupan. Esto va en contra de un aumento de la calidad asistencial que se da en Salud Pública, 
sabiendo que allí existen problemas administrativos muy importantes, que tampoco son tocados en este 
proyecto. 


Todos sabemos que existen comisiones de apoyo y colegas que no están presupuestados, por lo tanto no 
realizan aportes al BPS, y que con la implementación de la reforma tributaria estos colegas van a facturar el 
10% de IVA. También sabemos que por problemas presupuestales en Salud Pública existen muchos colegas 
que están trabajando en cargos técnicos, no médicos. Pensamos que todos estos aspectos deben ser mejorados 
y creemos que la Rendición de Cuentas no aporta nada al respecto. 


Este es el tema central que el Sindicato Médico del Uruguay viene a plantear. Estamos abiertos a aclarar 
cualquier duda y a contribuir en lo que podamos. 


SEÑOR MOSERA.- Soy perito psiquiatra del Instituto Técnico Forense. 


Nuestro planteo es que en la comunicación que hizo la Suprema Corte de Justicia al Poder Legislativo por 
una modificación en el Presupuesto -artículo 4%, Capítulo I- se habla de una remuneración a favor de los 
médicos del Poder Judicial, que incluye a los que trabajan en la Clínica Forense, los médicos autopsistas y los 
médicos forenses, pero excluye explícitamente a los peritos psiquiatras forenses. Ese aumento, que es de un 
30% del básico -nuestro sueldo básico es un poco más de $ 7.000-, excluye a los 24 peritos psiquiatras del 
Poder Judicial, que somos los peritos en nuestra área en todo el país. 


Esto es el corolario de una relegación en lo salarial y en el reconocimiento de nuestras tareas que ocurre 
desde hace mucho tiempo. Tratamos de agotar todas las vías de diálogo posible para que nos tuvieran en 
cuenta y nos consideraran igual que al resto de los médicos del Poder Judicial, pero fue infructuoso. Por lo 
tanto, iniciamos una medida de fuerza: paramos ayer y anteayer, y proyectamos seguir haciendo lo mismo en 
aras, no solamente de recibir esos $ 2.000 -que es lo que debería proponer la Suprema Corte de Justicia como 
mejora-, sino de que nos ubiquen en la jerarquía y en el rol que nos corresponde. Entonces, nuestra propuesta 
es simple: quedar, por lo menos, en el mismo nivel que el resto de los colegas del Poder Judicial. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Es un gusto estar en el Parlamento, en una institución altamente 
representativa de la sociedad, que tiene una sensibilidad especial para toda la temática social 
importante de este país. 


Según cifras de la División General de Secretaría de Economía de la Salud, en 2004 ASSE prestaba atención 
sanitaria a la mitad de la población del país, participando con 13,9% del gasto total de salud, lo que no llega a 
la séptima parte. ¿Cuánto la situación habrá mejorado desde ese momento? Pensamos que algo; quizás no 
mucho, no lo suficiente. 


El Parlamento está estudiando leyes con respecto al Sistema Nacional Integrado de Salud. Es sabido que la 
mitad de la población es pobre y que, a su vez, la mitad de los pobres son menores de dieciocho años, y 
durante un tiempo más -esperamos que sea el menor posible- mucha gente pobre y marginada se va a seguir 
atendiendo en el sector público. 


Sin perjuicio de que Salud Pública tiene la mejor infraestructura en esos estratos sociales, en las zonas 
marginadas y carenciadas, para que pueda "competir" -entre comillas, porque ahora no puede competir con el 
sector privado- es necesario que exista una equiparación previa. Se habla de invertir el 4,5% del producto 
bruto interno en educación y nos parece altamente significativo que Salud Pública solo disponga del 1,23% 
para atender a la mitad de la población de este país. Además, en los fundamentos, los propios autores de este 
proyecto decían que no puede haber Sistema Nacional Integrado de Salud sin equiparación previa. 


El acuerdo del 5 de enero -en el cual este Parlamento tuvo mucho que ver y jugó un buen papel para la 
sociedad- fue importante en cuanto al mejoramiento, no solo de los salarios sino también de la atención 
sanitaria de Salud Pública. ¿Por qué? Porque, tal como han dicho aquí las propias autoridades del Ministerio, 
mejoró sustancialmente la cantidad de horas médico en todo el país. Eso es importante, pero a esta altura de 
los acontecimientos resulta insuficiente, porque el mejoramiento de Salud Pública para equipararse al sector 
privado no viene de una sola vez sino que debe instrumentarse sucesivas veces, en sucesivas Rendición de 
Cuentas. 


Hoy por hoy, siguen planteándose problemas realmente serios en la parte de infraestructura de Salud Pública, 
en cuanto a infraestructura hospitalaria, horas médicas, etcétera. Por ejemplo, en el Hospital de Las Piedras, 
la segunda ciudad del país, la farmacia no funciona durante las veinticuatro horas y muchas veces no hay 
cobertura anestésico quirúrgica los fines de semana. También se señala que no existen ambulancias de 
traslado en muchos puntos del sector publico -no estamos hablando de un servicio de emergencia sino de 
traslado-, y muchas veces existen carencias de medicaciones fundamentales, es decir, de aquellos que son 
realmente baratas. Hace poco apareció en la prensa que falló el sistema de computación en Salud Pública y 
durante una semana se careció del carné de crónicos. Detrás de esos carnés están personas con patologías 
importantes, que se pueden descompensar si carecen de la medicación correspondiente. 


Hay irregularidades claras: trescientos médicos con cargos no médicos; quinientos o seiscientos médicos que 
tienen sueldos de $ 5.000 con un complemento de hasta $ 15.000 totalmente en negro; en el interior hay 


médicos que están cobrando $ 7.000 mediante facturación. Por lo tanto, ¿el sector público puede competir 
con el sector privado sin que se corrija esta situación con recursos genuinos, no mediatizados, del Estado? 
¿Podemos llenar de carnadura este proyecto de sistema integrado? Decimos que no. Tenemos que velar por 
los médicos; de lo contrario, ¿qué hay de aquello de cuidar al cuidador? Un cuidador bien pagado va a ir en 
beneficio de la calidad de la atención. 


Venimos a pedir a este Parlamento -que ha sido sensible con las necesidades de salud de este país- recursos 
para ambulancias, para medicamentos, para más horas médico y para aumentos salariales, porque a pesar de 
que el incremento que hubo fue importante, aún es insuficiente. La canasta familiar alcanza los $ 30.000, y en 
Salud Pública tenemos un sueldo líquido de $ 10.000. Vamos a hacer dos peticiones: $ 17.000 nominales en 
2007 y $ 26.000 nominales en 2008, porque entendemos que de esta manera se va a saldar la deuda social 
evidente que existe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué carga horaria corresponden esos $ 17.000? 


SEÑOR SAN VICENTE.- Establecimos el primer convenio de carga horaria en el marco del acuerdo 
con el señor Presidente de la República en Suárez, en el cual se fijaron $ 12.765 nominales -algo más de 
$ 10.000 líquidos- manteniendo la carga horaria y con un mínimo de 12 horas. El segundo planteo 
responde a un acuerdo con FEMI en el que se establecieron $ 17.000 nominales para 2007, 
manteniendo la carga horaria y con un mínimo de 16 horas semanales. 


Entendemos que en función de que hay una situación irregular, debemos ir procediendo por pasos, de forma 
tal de aumentar la carga horaria conjuntamente con el salario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la versión taquigráfica queda constancia de las inquietudes que han 
planteado. Lamentablemente, no podemos dispensarles más tiempo porque debemos recibir a muchas 
más delegaciones. De todos modos, antes de que se retiren me gustaría que aclararan si la petición 
concreta para 2007 es de $ 17.000 nominales, con la misma carga horaria o aumentándola de 12 a 16 
horas. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Concretamente, el acuerdo con el señor Presidente era de mantener las 
cargas horarias con un mínimo de 12 horas, y ahora manejamos un mínimo de 16 horas, o sea que 
efectivamente hay un aumento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y qué plantean para 2008? 
SEÑOR SAN VICENTE.- Seguramente seguiríamos en ese camino, aumentando ambos conceptos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien; mi interés era que quedara claro. 


Les agradezco mucho vuestra presencia en la Comisión. Analizaremos estos temas y enviaremos copia de la 
versión taquigráfica a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, que está estudiando todas estas 
cuestiones. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de la Secretaría del Sindicato Médico del Uruguay) 


(Ingresan a Sala representantes del Sindicato Docente y de la Asociación de Funcionarios no Docentes del 
Ministerio de Turismo y Deporte) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el agrado de recibir a una delegación del Sindicato Docente y de la 
Asociación de Funcionarios no Docentes del Ministerio de Turismo y Deporte, integrada por la 
profesora Ana Godoy; las señoras Graciela Zunino, María Gibiaque, Nora Cacciavillani, Elia 
Quintana y María Celia Guzzo, y los profesores Danilo Llanes y Fabián Estavillo. 


SEÑORA GODOY.- Venimos a plantear dos reclamos diferentes: uno del sector docente y otro del 
sector no docente. Yo voy a hacer el planteo del Sindicato Docente del Ministerio de Turismo y Deporte. 


Nuestro reclamo puntual refiere a una ley de 1990, por la que se equiparó el escalafón docente al sector 
docente de la ANEP. De acuerdo con esa ley, los Jefes de Servicio del hoy Ministerio de Turismo y Deporte 
fueron equiparados con el cargo técnico de Coordinador de Apoyo a Docentes, no con el cargo de Director de 
Escuela, aunque esa es nuestra función como Jefes de Servicio de las plazas de deportes. Por lo tanto, 
reclamamos que se cambie la denominación de Jefe de Servicio por la de Director de Centro Deportivo y que 
se proceda a la equiparación salarial con los Directores de Escuelas de Tiempo Completo. Este es nuestro 
reclamo puntual. 


Si bien en 1990 los profesores de Educación Física fueron equiparados con los maestros y por los 
Inspectores, con los Inspectores de Primaria, por una cuestión presupuestal no hubo acuerdo para equiparar a 
toda la escala, incluyendo al Jefe de Servicio -o sea, el Director de plaza de deportes- con el Director de 
Escuela. En aquel momento se entendió que era la única manera de que saliera esa ley, y se aprobó en esas 
condiciones. 


Desde aquel momento hasta hoy ha habido un sinfín de reclamos y de estudios. Se conformó una Comisión 
que estudió el tema y hubo acuerdos entre la parte política y el Sindicato Docente del Ministerio, en el 
sentido de que el reclamo era justo. Desde la época en que estuvieron Maglione, Trobo y Bordaberry hasta la 
actualidad, todos han compartido el reclamo y nos han dado la razón, porque lo que pedimos es justo. Si 
analizamos las funciones del Director de Plaza de Deportes y del Director de Escuela vemos que son las 
mismas. En la investigación que se hizo, se recurrió al Manual de la ANEP, en el que figura la descripción del 
cargo de Director, y al compararla con la que aparece en el Manual Orgánico del Ministerio, se advirtió que 
eran exactamente las mismas. Específicamente, las funciones refieren a dirigir, planificar, gestionar y 
supervisar las tareas docentes y no docentes, y de ser responsables del centro deportivo; es lo mismo que 
hace el Director de Escuela. Las funciones refieren también a todo el trabajo con la Comisión de Apoyo, a la 
cogestión del centro y a la administración de los recursos humanos, materiales y financieros. Repito: si 
hacemos esa comparación, advertimos que las funciones son las mismas. Por eso también reclamamos que se 
cambie la denominación. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Cuál es la diferencia salarial que implica este cambio? 


SEÑORA GODOY.- Tal como figura en la información que manejan los señores Diputados, en marzo 
un Director de plaza de deportes ganaba $ 10.897, mientras que el sueldo de Director de Escuela -con el 
que pretendemos equipararnos- era de $ 14.255, según datos proporcionados por ADEMU. 


También podemos hacer un análisis del salario. En el material que les hicimos llegar figura un estudio que se 
hizo en 2002 y que nosotros actualizamos, en el que se señala que el Inspector gana hoy $ 135 la hora y en 
aquel momento percibía $ 83, mientras que el Jefe de Servicio gana $ 67 la hora y en 2002 percibía $ 41,8. 
Quiere decir que desde el cargo de Director de Plaza de Deportes al de Inspector, los salarios con los que 
queremos equipararnos siguen siendo el doble de los que se perciben en nuestro Ministerio. 


Además, hay que analizar lo que ocurre con respecto a los sueldos de los profesores de Educación Física y de 
los instructores, porque un profesor gana más que el Director de la Plaza. Hay que considerar también que 
cuando somos profesores de Educación Física en una Plaza, trabajamos 30 horas semanales y que cuando 
ocupamos el cargo de Dirección debemos trabajar 40 horas, pero el aumento salarial no acompaña el aumento 
de carga horaria. Entonces, se plantea un desfase en el salario, porque todos pasan a cobrar más que el 
Director; inclusive los funcionarios no docentes, que hoy están cobrando $ 64 la hora. Quiere decir que está 
desvirtuada la pirámide salarial en lo que al rol se refiere. 


Voy a dar lectura a un texto que es el espíritu de lo que queremos dejar a la Comisión. Dice así: "Asimismo 
vale aclarar que la propuesta del MTyD para los funcionarios de la DINADE en la presente Rendición de 
Cuentas, no solo no corrige esta injusticia de un 'error' "—que ya lleva 17 años—"|[...] sino que atiende 
reclamos del sector no docente, tan legítimos como los nuestros pero que van a generar que en el escalafón 
no docente [...]". Son tan válidos y legítimos como los nuestros, pero lleva a que en el escalafón docente y no 
docente se sigan aumentando las brechas y los funcionarios no docentes pasarían a cobrar más que el 


Director de la Plaza de Deportes. Además, a nivel de Primaria hay toda una jerarquización de la profesión y 
del rol del Director de la Escuela, que nosotros no tenemos en este momento. Inclusive, en el mes de enero 
hubo un aumento diferencial que buscaba jerarquizar el rol y la formación de los directores de escuela. 
Nosotros, que supuestamente estamos en un escalafón equiparado, no tenemos el mismo beneficio; no se nos 
reconoce la formación ni el cargo. 


Por último, cuestionamos la solicitud que hizo el Ministerio de Turismo y Deporte para la presente Rendición 
de Cuentas, ya que pidió $ 1:000.000 destinados a dietas, según un artículo esas dietas pueden llegar a 
representar quince salarios mínimos nacionales. No está claro de qué manera se van a distribuir. Además, 
esos salarios pueden sumarse a cualquier remuneración. También están pidiendo $ 7:000.000 destinados a 
publicidad, pero no se tiene en cuenta nuestro reclamo salarial que al día de hoy lleva 17 años. 


Esto es lo que queríamos plantear. 


Además, queremos decir que desde la Dirección Nacional de Deporte salió la propuesta, por entender que es 
justo, pero después no se aprobó por parte del Ministerio, debido a lo cual no figura en esta Rendición de 
Cuentas. Al final, dice que en ocasión de haberse consagrado la asimilación a Primaria del cargo docente, 
perteneciente a la actual Dirección Nacional de Deporte, no se procedió a la asimilación de los jefes de 
servicio. Esta circunstancia ha dado lugar a legítimos reclamos de los interesados y a reivindicaciones 
reiteradas del gremio que hemos considerado pertinentes. 


Así termina el texto que salió desde la DINADE dirigido al Ministerio de Turismo y Deporte, y que nunca 
prosperó. 


SEÑORA CACCIAVILLANI.- Pertenezco al sindicato no docente, cuyo salario máximo en toda la 
DINADE no llega a $ 11.000. Me refiero al salario de un profesional, grado 16, Director de División, y 
por eso me sorprenden algunas acotaciones. 


Nosotros queremos hacer un pedido muy concreto. En el segundo párrafo del artículo 187 del proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas se establece un ítem que implica $ 7:500.000 para igualar la canasta no docente de 
la Unidad 002 del Ministerio. Como se sabe, el que integramos es un Ministerio nuevo, en el que se unió la 
parte de Turismo con la de Deporte. En cuanto a Deporte, nos han escuchado muchas veces y saben cual es el 
nivel salarial del viejo Ministerio de Deporte o de la vieja Comisión Nacional de Educación Física, como 
todavía nos llaman muchas veces. El salario no docente se ubica en el 62% de la media salarial de la 
Administración Central. Es, además de la media de Salud Pública, la más baja, conjuntamente con algunos 
institutos como, por ejemplo, el Instituto de la Mujer, en algún momento. En este momento, es la media más 
baja. En función de ello, las autoridades del Ministerio pensaron en pelear por una equiparación para llegar a 
la media de la Administración Central. No estamos hablando de otra cosa. Pero como no se pudo porque se 
está tramitando a nivel central la reestructura de cargos y salarios, lo único que se pudo establecer es este 
párrafo, cuyo contenido apunta a unificar el monto de la canasta en las Unidades 001 y 002. Pero cuando se 
hizo, se olvidó poner el monto que corresponde a los aportes patronales. Entonces, aunque en el artículo se 
establece la utilidad y aunque en la Unidad Ejecutora 002 se busque cobrar este beneficio en iguales montos 
y condiciones, no es posible hacerlo porque faltan aproximadamente $ 2:000.000, que implican los aportes 
patronales; en ese caso, habría que volver a hacer una disminución de la canasta. El mismo aumento que se 
otorga se disminuiría de esa forma. 


Por lo tanto, pedimos que se habilite lo que está escrito acá, o sea que, de alguna manera, esos $ 2:000.000 se 
incluyan para poder cumplir con lo que dice este párrafo, para que verdaderamente por el Rubro O se pueda 
cobrar la misma canasta que en la Unidad 001, ya que no se puede equiparar salarios. 


SEÑOR GANDINI.- Me quedó claro el planteamiento que hicieron los funcionarios no docentes y 
docentes. Me gustaría que se diga cuánto representa el monto de la solicitud de equiparación que se 
está haciendo. 


Por otra parte, pediría que se entregue a la delegación la versión taquigráfica de la sesión a la que compareció 
el Ministerio de Turismo y Deporte, porque algo de esto fue anunciado por algunos legisladores de nuestro 
Partido en la búsqueda de una solución. Sería bueno que se llevaran esa versión taquigráfica. 


SEÑORA GODOY.- Nosotros entregamos este material hace unos días. 


Voy a leer textualmente lo que pide la DINADE. Dice así: "A los efectos de lo dispuesto por el artículo 344 
de la Ley N* 16.170 de fecha 28 de diciembre de 1990, asimílase el cargo de Jefes de Servicio, escalafón 
docente de la Unidad Ejecutora 002 "Dirección Nacional de Deporte', Inciso 09, Ministerio de Turismo y 
Deporte, al de Director de Escuela de Tiempo completo Nivel C/2turnos (40horas), modificando su 
denominación por la de Director de Centro Deportivo Recreativo. Autorícese una partida anual de 11.941.743 
(pesos uruguayos once millones novecientos cuarenta y un mil setecientos cuarenta y tres) a tales efectos". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se entregará a la delegación copia de la versión taquigráfica que ha solicitado 
el señor Diputado Gandini. 


Agradecemos su comparecencia a esta Comisión. 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del Instituto del Niño y el Adolescente de 
Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Sindicato Único de Trabajadores del Instituto del Niño 
y el Adolescente del Uruguay, integrada por la señora Nancy Ruzo y los señores Joselo López y Carlos 
Salaberry. 


SEÑOR LÓPEZ.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos en el día de hoy. En esta oportunidad 
asistimos como integrantes del sindicato del INAU y queremos hacer algunas precisiones respecto a la 
Rendición de Cuentas. 


En primer lugar, los señores Diputados saben, al igual que nosotros, que hemos tenido varias diferencias con 
la gestión institucional, y que en este marco se ha venido definiendo el proyecto de Rendición de Cuentas. 
Hemos visto el Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo y nos parece absolutamente insuficiente. A pesar de 
esto, vemos con buenos ojos que el Directorio de la institución se haya despegado de dicho Mensaje y haya 
enviado un proyecto propio, que fue discutido con nuestra organización y que ha plasmado algunas de las 
reivindicaciones de nuestro sindicato. 


Por lo tanto, nosotros vamos a apoyar la iniciativa enviada por el Directorio del INAU, que desde nuestro 
punto de vista es más favorable para la institución, para los niños y para los trabajadores, con relación al 
Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Entre las prioridades se encuentra la de regularización de contratos. En una visita anterior al Parlamento 
dijimos que a mediados del año pasado, como consecuencia de la aprobación del artículo 7” de la Ley de 
Presupuesto, nuestra institución regularizó a más de cuatrocientos cincuenta trabajadores, que tenían 
contratos precarios. Esta decisión fue saludada por nuestro sindicato, y trabajamos en el marco de las 
comisiones paritarias, pero la dificultad que se presenta ahora es que los nuevos funcionarios que ingresaron 
a la institución -ingresos democráticos, con llamados públicos, con criterios que se pueden catalogar de 
demasiado exigentes y con participación del sindicato en los tribunales- para cumplir tareas de carácter 
permanente, fundamentalmente para atención directa, fueron contratados, nuevamente, a través de contratos 
eventuales. Es decir que la situación que regularizamos el año pasado -una larga aspiración de la institución, 
porque había funcionarios con contratos precarios, algunos con más de diez años- hoy se vuelve a repetir, y 
no logramos entender mucho. 


En definitiva, en el proyecto presentado hay un artículo que plantea la posibilidad de regularizar a estos 
trabajadores mediante contrato de función pública, tal como debería haber sido. 


Esto no solo ocurre con los más de trescientos funcionarios que ya ingresaron, sino que también ocurrirá con 
los llamados para más de trescientos cincuenta cargos. 


Otro aspecto que queremos priorizar tiene que ver con las retribuciones en el Rubro 0. Hay una partida 
establecida en el artículo 612 de la Ley N* 16.736; se otorga una partida fija a la institución, destinada a 
situaciones especiales o de alto riesgo. Actualmente, estas situaciones especiales se han extendido a lo largo y 
ancho del país, producto del cambio del Código de la Niñez y la Adolescencia, pues las dificultades no solo 


están centradas en la Colonia Berro o en el INTERJ, sino en los hogares del interior del país. Los compañeros 
que trabajan en estas situaciones no están cobrando esa compensación, que si bien no es mucho, 
aproximadamente $ 600, a cualquier trabajador con sueldo bajo, como los nuestros, le sirve mucho. También 
reclamamos esto por un sentido de justicia, pues los funcionarios que desempeñan la misma tarea deberían 
tener la misma remuneración. En este caso existen esas diferencias. 


Planteamos la equiparación en el Grado 6 de todos los funcionarios que se encuentren por debajo de dicho 
grado, sobre todo de quienes tienen cierta trayectoria en la institución. Esto fue acordado con Directorios 
anteriores y respaldado por el actual; hoy cobramos una partida trimestral, que en parte compensa el piso 
salarial del Grado 6, pero lo que concretamente se solicita es determinado monto de dinero para compensar, a 
efectos de generar un piso salarial para que a todos los trabajadores de la institución nos permita cumplir con 
esa máxima de la Constitución de la República que dice que a igual función, igual remuneración. 


Hay que aclarar que los funcionarios, fundamentalmente los de atención directa, cumplen la misma tarea pero 
tienen distintas remuneraciones, no solo por las compensaciones sino por las diferencias de grado. Entre el 
Grado 2 y el Grado 6 hay diferencias salariales, pero todos tienen la misma responsabilidad y cumplen la 
misma función. Esto es lo que se pide. 


El otro aspecto que estamos priorizando es el financiamiento para una prima por capacitación, que es una 
larga reivindicación de nuestro sindicato. 


Ustedes saben que en nuestra institución contamos con un centro de formación y estudio, que fue medio 
desmantelado, pero nosotros creemos que hay que potenciarlo porque, en su momento, fue una conquista de 
nuestro sindicato. Dicho centro sería necesario para incentivar la capacitación y la formación de los 
trabajadores, teniendo en cuenta el cambio permanente que se está produciendo en el país y, 
fundamentalmente, en la población que nosotros atendemos. Por lo tanto, nos interesaría que se tuviera en 
cuenta este planteamiento. 


Por otro lado, otro aspecto que no fue incluido en el Mensaje del Directorio, pero que también es una larga 
reivindicación de nuestro sindicato, es la compensación por tareas nocturnas. Ustedes saben que 
prácticamente un tercio de los trabajadores del INAU cumplen tareas nocturnas porque los servicios de 
atención directa funcionan las veinticuatro horas del día. Los trabajadores que desempeñan su labor durante 
la noche no perciben ninguna compensación por su trabajo, tal como perciben otros trabajadores del Estado, 
por ejemplo, de Salud Pública. En definitiva, la mayoría de los servicios que cumplen tareas nocturnas 
reciben una compensación. Nosotros no estamos fundamentando por qué se debería pagar el trabajo nocturno 
solo por una cuestión de justicia o para equipararnos con otros trabajadores, sino porque entendemos que está 
planteado en algunos documentos en los que se establece claramente la razón por la que se deben compensar 
las tareas realizadas en la noche. 


Tenemos algunas diferencias con la exposición de motivos del proyecto general elevado por el Directorio, no 
con el articulado. Las diferencias que tenemos refieren a la gestión institucional, fundamentalmente, en lo 
que lo que tiene ver con el INTERJ, que es donde se encuentran los jóvenes en conflicto con la ley o privados 
de libertad, y a la política de recursos humanos que lleva adelante la institución. 


Reiteramos que vemos con buenos ojos que el Directorio se haya despegado del Mensaje del Poder Ejecutivo 
y que haya elevado uno propio. Nosotros hemos tomado la decisión de acompañar dicho Mensaje que, entre 
otras cosas, tiene las reivindicaciones de nuestro sindicato. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quería hacer una pregunta sobre la compensación que deberían 
recibir los trabajadores del interior del país para que el pago por el rubro de atención directa con los 
niños fuera igualitario; se habló de, más o menos, $ 600. Entonces, quisiera saber cuántos funcionarios 
se encuentran en esta situación. 


Por otra parte, en el material que entregaron ustedes manifiestan que el ingreso del personal y el proceso en 
curso se está efectuando, salvo algún caso específico, de acuerdo con el procedimiento acorde a la normativa 
vigente. Por lo tanto, ya que ustedes lo mencionan, me gustaría saber cuáles son esos casos. 


SEÑOR LÓPEZ.- Hemos iniciado un trámite con la firma de todos los funcionarios que deberían 
recibir esta compensación, fundamentalmente, en el interior del país, que son, aproximadamente, 
ochocientos trabajadores Se ha iniciado un expediente en la institución sobre el que todavía no hemos 
recibido respuesta. El Directorio en este Mensaje pide un monto con ese fin que, de alguna manera, 
cubriría lo que estamos planteando. 


En cuanto a la segunda pregunta, creo que es de público conocimiento que uno de los llamados que se 
realizó, que fue para el personal de contención, no contó con la aprobación de nuestro sindicato. Esto se 
debió a que se pasó de pedir bachillerato completo, formación en educación y en otro tipo de cuestiones 
relativas a la educación, a pedir solamente primaria completa para trabajar con los mismos gurises. Por esa 
razón nosotros no participamos en ese tribunal y lo dejamos establecido. Entonces, decimos que en algún 
caso específico no compartimos la política de ingreso aplicada por el Directorio. 


En cuanto al resto de los llamados -más allá de algunos matices que no son de principios-, como sindicato 
estamos participando en los tribunales de ingreso y podemos garantizar que han sido transparentes y que se 
han realizado llamados públicos para cada uno de ellos. Es de destacar que se está procesando una cantidad 
importante de ingresos porque hay que tener en cuenta -algo que no dije- que con el incentivo jubilatorio se 
han ido alrededor de ciento cincuenta trabajadores y tienen la posibilidad de irse aproximadamente 
trescientos más. Eso, para una institución que tiene tanta falta de personal, como el INAU, es un aspecto que 
hay que considerar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Sindicato Único de 
Trabajadores del INAU. 


(Se retira de Sala una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del INAU) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, AFEU) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay -AFEU-, integrada por las señoras Lía 
Vinci y Magel Sosa y por los señores Enrique Lazzarini, Ruben Carrión y Juan García Sintes. 


SEÑOR LAZZARINI.- En primer lugar, quería agradecer a los miembros de la Comisión por 
recibirnos, ya que sabemos que tiene una agenda acotada. 


Antes de referirme al articulado que esta delegación intenta defender para esta Rendición de Cuentas, quería 
describir los cuatro puntos esenciales de nuestra propuesta, que figuran en la página principal del carpetín 
que entregamos. 


El primer punto refiere al tal mentado Proyecto Plus -así lo hemos definido-, que es una redistribución de las 
partidas que recibe la Corte Electoral por concepto de elecciones nacionales y que hasta ahora son 
distribuidas como horas extra. Es un tema al que queremos dar una solución de carácter permanente, para lo 
cual solicitamos esta redistribución de partidas a través de un incremento de la permanencia a la orden, sin 
detrimento de la que ya percibimos, que es alrededor de $ 1.900. 


Además, esta redistribución tiene determinadas bases reglamentarias que implicarían que este incremento no 
se daría solo como forma de solucionar el tema de las horas extra sino que, a su vez, traería aparejado una 
carga horaria de diez horas. Por otra parte, implicaría que se cumplieran determinadas características, para 
dar lugar a este incremento y definir qué funcionarios estarían incluidos. Por el momento, estarían incluidos 
los funcionarios que cumplen ocho horas y quedarían excluidos los funcionarios que no cumplen con esa 
carga horaria y otros explicitados en los artículos del Reglamento, que figuran en la página 4 de la carpeta 
que les entregamos. 


El segundo punto que pretendemos defender refiere al retiro incentivado, porque el año pasado quedamos 
excluidos. El argumento que se nos dio fue que la Corte Electoral no lo había incluido en el Mensaje. 
Queremos que se atienda la inquietud de muchos compañeros que tienen derecho a acogerse a ese retiro, 
puesto que la mayoría tiene más de cincuenta y ocho años y, por lo tanto, tienen edades avanzadas para la 


función. Estamos gestionando este retiro con la particularidad de que el 35% restante, luego de la renuncia, 
sea incluido en el Rubro O para que se puedan crear cargos. Incluimos aspectos referidos al artículo 159 del 
INAU, votado el año pasado. Dicha creación de cargos estaría solventada, fundamentalmente, con la 
derogación del artículo que congeló las vacantes en la Rendición de Cuentas de 2002. Me refiero al segundo 
inciso del artículo 18 de la Ley N* 17.556. Sabemos que la Corte tiene pocos funcionarios y que hay que 
encontrar una solución. Por un lado, hay que permitir que los compañeros se retiren y, por otro, la Corte no 
debe quedarse sin funcionarios. 


En cuanto a la reestructura, debo decir que es algo discutido entre los funcionarios, ya que no tuvimos acceso 
a la negociación colectiva porque la Corte se ha negado a concurrir a las reuniones. El interés del sindicato es 
participar en las negociaciones colectivas para discutir todos los temas, especialmente el de una estructura 
que está caduca y que es hora de que se ponga al día; no solo con informatizarse se resuelven las cosas. A 
veces hay otros temas que refieren a problemas escalafonarios, a condiciones de trabajo o a capacitación de 
los funcionarios, etcétera. 


SEÑORA VINCI.- Nuestro planteo no es nuevo. Es algo que negociamos en distintos ámbitos. Fue un 
duro y largo camino el de lograr que se incluyera el proyecto alternativo. 


En el Mensaje de la Corte, el proyecto alternativo está colocado como un parche. Es más, de la versión 
taquigráfica con la presencia de la Corte en la Comisión, surge una defensa bastante importante de las horas 
extra como instrumento de trabajo para el organismo. Asimismo, cuando leemos la versión taquigráfica, 
advertimos que se confunde la autorización de la extensión horaria con las horas extra. Una cosa es esta 
autorización y otra diferente es la forma de retribuir la extensión horaria. 


Conjuntamente con compañeros de la Comisión Directiva elaboramos nuestro proyecto, que fue votado a 
padrón abierto por el 97,1% de todos los funcionarios electorales -alrededor de novecientos-, con diferentes 
filiaciones político partidarias. Si bien no nos es indiferente el tema político de la integración de la Corte, 
creemos que nuestro proyecto va más allá de que se implemente con estas o con otras autoridades. Creemos 
que este es el camino más justo para poder efectivizar las tareas de la Corte. No son solo los nueve Ministros 
los que pueden llevar adelante la tarea del contralor que establece la Constitución, sino que se necesita de 
todos los funcionarios. 


Tampoco compartimos algún planteo, que leímos en la versión taquigráfica, tendiente a cierto tipo de 
tercerización en la parte de informatización del sistema. 


En concreto, planteamos que todos los montos que solicita la Corte en el artículo 11 dan una suma de $ 
165:000.000. Si a esto le sacamos el 70% por mano de obra, según el Departamento de Contaduría, y 
sumamos los $ 4:000.000 destinados a la mano de obra pura de informatización del Registro Electoral, nos da 
un total de unos $ 119:000.000. Además, esa suma puede ser transformada en $ 120:000.000, porque en las 
previsiones de la Corte para 2008 y 2009 no se tienen en cuenta posibles plebiscitos o referendos ni refuerzos 
de rubros por aumento de la inscripción, extensión horaria e instrumentación de mesas volantes. Eso da una 
cifra que, dividida en dos años, representan $ 60:000.000 anuales. Si dividimos estos $ 60:000.000 anuales 
entre 13 -doce meses más el aguinaldo- nos da $ 4:615.000, que dividido entre novecientos funcionarios nos 
da $ 5.127, cifra superior al nominal necesario para otorgar la partida de permanencia a la orden de $ 4.000 e, 
inclusive, menor que la propuesta del sindicato, y aceptada por la Corte e incluida en su Mensaje, de $ 5.063 
per cápita. 


Entendemos -lo discutimos en otras instancias, inclusive en la negociación colectiva con representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas- que existe una negativa a dar un adelanto para 2008. Hacemos este 
planteamiento en perspectiva y su objetivo es sanear la forma de funcionamiento que hasta ahora se ha 
basado, más allá de que algún Ministro no comparta este criterio, en el clientelismo y el amiguismo, porque 
todos sabemos que el reparto de las tareas que requieren contralor especial se hace por despacho. Tal es el 
caso de las Comisiones Especiales como, por ejemplo, la del BPS, y todos conocen la dura lucha que tuvimos 
para sacar del proyecto el pago por compensaciones, porque luego que la Corte tiene el dinero lo distribuye 
como quiere, y las compensaciones a cada integrante de esas Comisiones se basaba en la cifra de $ 40.000. 
No estamos de acuerdo con esto, e insistimos en que tenemos que buscar, por lo menos, coordinar acciones 
entre los distintos ámbitos para encontrar una solución a este problema. 


Con respecto al retiro incentivado, quiero aclarar que nosotros planteamos la derogación del artículo 
respectivo de una ley de 2002, que establecía la economía, o el congelamiento de las vacantes de 2001, como 
una alternativa, ya que de esa forma la Corte nos permitía incluir el retiro incentivado en el proyecto. Es 
decir, teníamos que encontrar una fórmula; no nos importa que sea esta vía u otra la que financie el retiro y 
habilite la posibilidad de que asciendan esos funcionarios que no pueden acceder a cargos superiores porque 
ese cargo se lo lleva por cinco años el compañero que se retira incentivado. 


En otros ámbitos se nos plantearon ideas como la subrogación especial, pero la cuestión es encontrar una 


fórmula que no nos deje fuera de ese beneficio. Hay 183 funcionarios en condiciones de retirarse con ese 
incentivo, pero no quiere decir que todos opten por él. 


SEÑOR GANDINI.- El artículo 13 del proyecto mantiene una situación en el mismo sentido que otras 
que ha señalado la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, porque establece que los 
cargos que no se llenen en el plazo de un año por la vía efectiva se perderán, pero se excluye a una serie 
de organismos, entre los que no figura la Corte Electoral. 


Esto reitera lo que ya estableció, si mal no recuerdo, la Ley de Presupuesto, que no incluía a la Corte 
Electoral entre las excepciones. Insistiremos en este sentido, porque creemos que la Corte vive una situación 
complicada con los cargos y las vacantes, y si se agrega esto, corre el riesgo de que en los concursos internos 
haya vacantes que no se puedan llenar en ese plazo y, en ese caso, se perderían. 


Quiero dejar constancia que tuvimos y mantenemos esa preocupación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la Asociación de Funcionarios Electorales del 
Uruguay. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay) 
SEÑOR MUJICA.- Antes de que ingrese la próxima delegación, quiero dejar una constancia. 


Ante la inminencia de un viaje a Panamá de dos compañeros integrantes de esta Comisión, simplemente 
espero que a la vuelta no vengan solo con un informe. Que conste en actas que hay una expectativa mayor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se tomará en cuenta. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Ingenieros Tecnológicos del Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Ingenieros Tecnológicos del 
Uruguay, integrada por los ingenieros Carlos Casatti, Luis Alonso y Sigfrido Frigerio. 


SEÑOR ALONSO.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


Quiero señalar que mis colegas son integrantes de la Comisión de Asuntos Académicos de nuestra Asociación 
y quien les habla, Vicepresidente de la misma. 


Hechas estas aclaraciones, queremos excusar al ingeniero tecnológico Daniel Luis Gómez, que es nuestro 
Presidente, por encontrarse en estos momentos en la cuidad de Posadas, República Argentina, participando 
como expositor en el Congreso Hyfusen sobre energías renovables en representación de nuestra Asociación. 


Vamos a entregarle un material impreso para que les permita seguir más fácilmente la exposición. 


En el año 2005, la anterior Comisión Directiva de AITU, conociendo que en ese momento se encontraba en 
discusión la Ley de Presupuesto, visitó esta Casa para solicitar que nuestro título fuera incluido dentro del 
Escalafón A "Personal Técnico Profesional". Ese tema fue laudado a través de la Ley de Presupuesto N? 
17.930 de diciembre de ese mismo año. 


En esta oportunidad, queremos expresar que hemos tomado conocimiento de que el Proyecto de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 2006 enviado por el Poder Ejecutivo contiene dentro del 
Capítulo II, "Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones", disposiciones que de aprobarse e 
instrumentarse sin modificar su redacción, tendrían un impacto negativo sobre los egresados de las distintas 
carreras de Ingeniería Tecnológica, desconociéndose por tanto nuestros legítimos derechos. 


De esta manera, se estaría contradiciendo el criterio plasmado en el artículo 31 de la Ley de Presupuesto N* 
17.930, vigente desde 1” de enero de 2006, y que fuera votada favorablemente por la unanimidad de 
legisladores de ambas Cámaras. 


En concreto, vamos a referirnos a tres artículos del proyecto SIRO, que son los que directamente lesionan 
nuestros derechos y para los que sugerimos alguna modificación. 


En el Capítulo Il, "Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones", en el inciso noveno del artículo 22, el 
texto del proyecto enviado por el Poder Ejecutivo dice: "El Escalafón “PC” Profesional y Científico, 
comprende actividades complejas cuyo desarrollo requieren un alto nivel de conocimientos que se adquieren 
en el nivel superior universitario y habilitan para aplicar conceptos y teorías científicas, trasmitir 
conocimientos y aumentar su acervo por medio de la investigación". 


De aprobarse e instrumentarse este artículo sin modificar su redacción, nos excluye directamente para poder 
acceder al Escalafón "PC" Profesional y Científico; entre otras cosas, porque nuestra casa de estudios ya no 
es más la Universidad del Trabajo del Uruguay, sino que pasó a ser el Consejo de Educación Técnico 
Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública. A modo de ejemplo, sugerimos un texto 
que tiene escrito en negrita la palabra "terciario", que sería la que habría que agregar en este inciso, y 
quedaría redactado de la siguiente forma: "El Escalafón “PC” Profesional y Científico, comprende actividades 
complejas cuyo desarrollo requiere un alto nivel de conocimientos que se adquieren en el nivel superior 
terciario o universitario y habilitan para aplicar conceptos y teorías científicas, trasmitir conocimientos y 
aumentar su acervo por medio de la investigación". 


El artículo 23 del proyecto del Poder Ejecutivo, en los incisos vigésimo tercero y vigésimo cuarto referidos a 
"EP 3 Subescalafón Especialista Profesional Superior, establece. "Comprende los cargos en los que se 
desarrollan actividades en las que predominan tareas que requieren autonomía en la aplicación de técnicas de 
nivel educativo terciario, en apoyo a funciones de gran complejidad.- Se requiere: título terciario de 2 a 4 
años, expedido por escuelas universitarias, o Consejo de Educación Técnico Profesional tecnológico superior 
u otros centros de educación terciaria". Aquí aparece alguna incongruencia al deslizarse las palabras 
"tecnológico superior”. Si este artículo se aprobara sin ninguna modificación, estas dos palabras nos inducen 
a la interpretación de que los ingenieros tecnológicos se encuentran incluidos en este escalafón, marcándonos 
como techo el Subescalafón "EP 3", que es el Especialista Profesional dentro de la carrera administrativa. Se 
da el absurdo de que los egresados de nuestra carrera en la ciudad de Salto no estarían incluidos acá o no 
induciría a que lo estuvieran, porque ellos no son egresados del Instituto Tecnológico Superior de 


Montevideo -es lo confuso de este artículo-, sino que son egresados de la Escuela Catalina de Harriague de 
dicha ciudad. 


Propondríamos como modificación suprimir la referencia "tecnológico superior”, que no es un título, es parte 
de lo que es el Instituto y el texto quedaría redactado: "EP 3 Subescalafón Especialista Profesional Superior.-: 
Comprende los cargos en los que se desarrollan actividades en las que predominan tareas que requieren 
autonomía en la aplicación de técnicas de nivel educativo terciario, en apoyo a funciones de gran 
complejidad.- Se requiere: titulo terciario de dos a tres años, expedido por escuelas universitarias, o Consejo 
de Educación Técnico Profesional u otros centros de educación terciaria". 


SEÑOR GANDINI.- En el texto que tenemos nosotros, dice que se requiere título terciario de tres a 
cuatro años, expedidos por escuelas universitarias. Creo que usted dijo tres. 


SEÑOR ALONSO.- Estamos hablando de los incisos vigésimo tercero y vigésimo del artículo 23 "EP 3 
Subescalafón Especialista Profesional Superior". Discúlpeseme, el error fue mío. 


SEÑOR GANDINI.- Ustedes sugieren dejar eso como está. 


SEÑOR ALONSO.- Sí, de dos a tres años. Planteamos esto para que los que ingresen al EP 3 -que son 
los especialistas- o queden ahí, sean lo que tengan carreras de dos a tres años. 


En el siguiente artículo proponemos las carreras de cuatro años, en las que desearíamos incorporarnos. 


SEÑOR GANDINLI.- Nosotros tenemos una hoja que ustedes nos dejaron en la que se habla del artículo 
23, incisos vigésimo tercero y vigésimo cuarto referidos al "EP 3 Subescalafón Especialista Profesional 
Superior". Allí se dice: "Se requiere: título terciario de 2 a 4 años, expedido por escuelas 
universitarias, o Consejo de Educación Técnico Profesional tecnológico superior u otros centros de 
educación terciaria". Esto es lo que dice hoy. Ustedes están proponiendo también cambiar los años y 
que diga: "Se requiere título terciario de dos a tres años [...]". 


SEÑOR ALONSO.- Es correcto. 


SEÑOR GANDINL.- Esto es muy importante porque ha sido largamente discutido aquí cuántos años se 
requieren para considerar el título universitario. El Poder Ejecutivo pide que sean cuatro años y 
ustedes están pidiendo disminuirlos. El cambio no es menor con relación a este texto. Me queda claro 
cuál es la propuesta. 


SEÑOR ALONSO.- No queremos quedar encasillados dentro de este artículo. Por eso sugerimos que 
alcanzaría con lo de dos a tres años y que se suprima la referencia a "tecnológico superior", que no es 
un título, porque el título es ingeniero tecnológico. 


Luego, en el artículo 23, numerales 32 y 33, el texto del proyecto del Poder Ejecutivo, dice: "El Escalafón 
'PC' Profesional y Científico, tendrá los siguientes subescalafones: PC 1-Subescalafón Profesional y 
Científico:.- Comprende los cargos para cuyo ejercicio se requieren estudios de nivel superior en carreras de 
4 años, cursadas en facultades, escuelas universitarias, o centros educativos de nivel equivalente, reconocidas 
por el Ministerio de Educación y Cultura". 


De aprobarse este artículo sin modificar su redacción, nos estaría excluyendo directamente para acceder al 
escalafón PC 1, Profesional y Científico, ya que aquí se menciona a centros educativos de nivel equivalente 
que sean reconocidos por el Ministerio de Educación y Cultura, y esta Cartera no puede ejercer 
reconocimiento sobre nuestro título, ya que el mismo es otorgado por el Consejo de Educación Técnico 
Profesional de la ANEP, que es autónomo. Lo mismo sucede con la UDELAR, que tampoco está sometida a 
esta jerarquía. 


El texto propuesto sería: "El Escalafón 'PC' Profesional y Científico, tendrá los siguientes subescalafones: PC 
1 - Subescalafón Profesional y Científico:- Comprende los cargos para cuyo ejercicio se requieren estudios 
de nivel superior en carreras de 4 años, cursadas en facultades, escuelas universitarias, Consejo de Educación 
Técnico Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública o centros educativos de nivel 
equivalente, reconocidos por el Ministerio de Educación y Cultura". 


Estos serían los tres artículos en los cuales sugerimos hacer esas pequeñas modificaciones. 


Por otro lado, queremos dejar constancia de que todas estas modificaciones que sugerimos no representan 
extra costos presupuestales, ya que los cargos y las remuneraciones correspondientes ya están previstas en el 
Presupuesto, independientemente de quién vaya a ocupar el cargo. Lo que reclamamos es la posibilidad de 
concursar para que estos cargos sean ocupados por quienes demuestren estar mejor capacitados para el 
desempeño de la función. 


Hasta aquí mi exposición. Yo me desempeño en la actividad pública y me gustaría que mi colega, el 
ingeniero Casatti, diera su opinión desde el perfil de la actividad privada. 


SEÑOR CASATTI.- Si bien la disposición de la Rendición de Cuentas del año 2006 a la que hacemos 
referencia no afecta directamente a los ingenieros tecnológicos que nos desempeñamos en el sector 
privado, como este está permanentemente tomando referencias y ejemplos del ámbito estatal, incidirá 
desfavorablemente en los profesionales que desarrollamos actividad en el área privada, si es que el 


propio Estado pareciera presentar dudas a la hora de valorar nuestras capacidades como profesionales 
del sector tecnológico. También nos preocupa a quiénes estamos en el área privada que vuelva a 
insistirse en algo que ya fue laudado por el artículo 31 de la Ley N” 17.930, del 19 de diciembre de 2005. 


SEÑORA ONTANEDA.- El miércoles 20, la Comisión tendrá que recibir a los integrantes del 
Ministerio de Educación y Cultura para terminar con el informe y pienso que ese día se podría 
plantear esta situación. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que sí, pero básicamente tenemos que discutir este tema con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, que es la que crea el Sistema SIRO que, más allá de su buena intención, 
puede generar algunas distorsiones. 


Luego de una larga discusión, logramos una norma interpretativa consensuada en el Parlamento, que entiende 
que los ingenieros tecnológicos que egresan de la enseñanza técnica tienen el mismo nivel para la 
Administración que los que egresan de la Universidad de la República. Esa fue una vieja discusión y la 
resolvimos con una norma interpretativa, que establece que los egresados de estas carreras de la enseñanza 
técnica, a los efectos de la Administración, son considerados en el escalafón A, Personal Técnico Profesional. 
Más allá de las correcciones de texto planteadas, creo que esto es lo que debemos volver a establecer en el 
articulado; tenemos que hacer una referencia. Quizás en el PC 1, Subescalafón Profesional y Científico, 
deberíamos poner al final: "sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31 de la Ley_N* 17.930", de modo 
que demos vigencia interpretativa y equivalencia a aquel escalafón A, Personal Técnico Profesional, con el 
PC 1, Subescalafón Profesional y Científico. 


El punto es ese; no es personal especializado ni personal técnico, es personal de nivel terciario técnico 
profesional. Eso antes se llamaba A y ahora se llama PC 1; y a eso debemos dar equivalencia. Esto puede 
resolverse con la redacción que nos proponen o simplemente con trasladar a todos los efectos la vigencia del 
artículo 31 de la Ley N” 17.930. Vamos a consultarlo con las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. 

SEÑOR CASATTI.- Para que les quede más claro: hoy estamos contemplados en el escalafón A, pero 


con la redacción que se está proponiendo es como si nos pasaran al escalafón D actual; es una rebaja 
que no consideramos oportuna. 


Incluso, a nivel del Estado parece que la ley no es tomada en cuenta por todos los organismos. Lo digo con 
propiedad porque, recientemente, la Intendencia hizo un concurso para ocupar un cargo profesional y para 
participar tuve que presentar un recurso por abogado porque desconocían esta ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso, quizás lo que propone el señor Diputado Gandini sea la solución más 
global a esta temática. El miércoles vamos a conversar con las autoridades de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil a efectos de buscar una solución. 


Agradecemos a los integrantes de la delegación de AITU. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


